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USHUAIA, "5 HAYO

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en mi carácter de

Gobernador de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur,

con el objeto de elevarle Nota N° 358/00 del IPRA dando respuesta a la Resolución

N° 53/00.

Sin otro particular saludo al señor Presidente con atenta

distinguida consideración.

Agregado: Lo indicado en el texto

aríos Manfretfotti
. . . . ̂  ^j

Provincia de Tierra del
ntartida e islas del Atlántico Sui

O

SEÑORA VICEPRESIDENTE 1°
DE LA LEGISLATURA PROVINCIAL
Dña. ANGÉLICA GUZMAN
S/D.-

Islas Malvinas. Georgias y Sandwich del Sur. son y serán Argentinas"
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INSTITUTO PROVINCIAL DE
RECULACIÓN DE APUESTAS Nota I.P.R.A 72000.-

USHUAIA, 02 de mayo de 2.000.-

Sr. GOBERNADOR:

En respuesta al pedido de informe
elevado oportunamente por las autoridades del Poder Legislativo de la
Provincia, en tiempo y forma legal, cumplo en hacer llegar el presente
informe que da respuesta a los distintos interrogantes que por aquel
procedimiento constitucional tramita.

En ese sentido, específicamente respondo:

a) Si, se dio término al juicio caratu-
lado " Armesto Daniel Eduardo c/ Instituto Provincial de Regulación
de Apuestas s/ Ordinario", Expte. N°1022, atento y conforme a la
sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial y
de Trabajo que se adjunta.

b) Los importes abonados surgen de la sentencia y del
convenio de liquidación de deudas recíprocas que se acompaña, que as-
ciende a la suma de PESOS QUINIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL
NOVECIENTOS SETENTA CON VEINTICUATRO CENTAVOS ($
586.970,24). Se presenta también, copia fiel de Resolución I.P.R.A.
N° 155/00 que es el instrumento legal a través del cual se autorizó el
correspondiente pago, destacando que el interés reconocido, en base
a transacción fue el mínimo posible, promedio de tasa pasiva Banco
Provincia de Tierra del Fuego.

c) Fueron abo-
nados a los distintos abogados patrocinantes y apoderados (todos) la
suma total de PESOS DOSCIENTOS MIL SETECIENTOS VEIN-
TIUNO CON DOS CENTAVOS ($ 200.721,02). La autorización de
pago fue girada a nombre del Dr. Héctor Luis Pena D.N.I. N°
04.280.560 y el monto total surgió de una liquidación extrajudicial
que se basó en lo establecido en la sentencia de Primera Instancia y
en los mínimos legales previstos por ley de honorarios profesionales

-LAS ISLAS MALVINAS, GEORGIAS Y SANDWICH DEL SUR, Y LOS HIELOS CONTINENTALES, SON Y SERÁN ARGENTINOS"



INSTITUTO PROVINCIAL DE
REGULACIÓN DE APUESTAS

--
, Ch

'

21389 que se discrimina de la siguiente manera:
1- LIQUIDACIÓN DE HONORARIOS EXPEDIEN-

TE ORDINARIO PRINCIPAL

PRIMERA INSTANCIA: 18 % de li-
quidación de condena (conf. sentencia de fecha 21/10/98 último pá-
rrafo de los Considerandos) $ 112.134,64.-

SE6UNDA INSTANCIA: 5,4 % de
liquidación de condena (esto es, 30% de honorarios de primera instan-
cia, estimación de regulación mínima) $ 33.640,39.-

TOTAL DE HONORARIOS DEL EXPEDIENTE PRINCIPAL
(1022) ASCIENDE A LA SUMA DE PESOS CIENTO CUARENTA Y
CINCO MIL SETECIENTOS SETENTA Y CINCO CON TRES
CENTAVOS ( $ 145.775,03).

LIQUIDACIÓN DE HONORARIOS EXPEDIENTE INCIDENTAL (
"ARMESTO DANIEL EDUARDO S/INCIDENTE DE EMBARGO
PREVENTIVO CON CARÁCTER RESERVADO" EXPTE. 2042/96).

2- PRIMERA INSTANCIA (INCI-
DENTE POR OTORGAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR): 10 % de
honorarios del principal (conf. Sentencia de fecha 11/03/96 y art. 33
de la Ley de Honorarios, 21839) $ 11.213,46.-

SE6UNDA INSTANCIA: 30 % de
honorarios de primera instancia (estimación de regulación mínima
conf. sentencia de Alzada de fecha 09/09/96) $ 3.364,03.-

3- PRIMERA INSTANCIA (INCI-
DENTE POR INCUMPLIMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR): 10 %
de honorarios del principal (conf. sentencia de fecha 19/06/98 y art.
33 de Ley de Honorarios, 21839) $ 11.213,46.-

SEGUNDA INSTANCIA: 30 % de

"LAS ISLAS MALVINAS, GEORGIAS Y SANDWICH DEL SUR, Y LOS HIELOS CONTINENTALES, SON Y SERÁN ARGENTINOS"
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INSTITUTO PROVINCIAL DE
REGULACIÓN DE APUESTAS

honorarios de primera instancia (estimación de regulación mínima
conf. sentencia de Alzada de fecha 13/12/99) $ 3.364,03.-

4- PRIMERA INSTANCIA ( INCI-
DENTE POR TRABA DE EMBARGO): 10 % de honorarios del principal
(conf. sentencia obrante a fs. 12/13) $ 11.213,46.-

5- PRIMERA INSTANCIA (INCI-
DENTE POR SUSTITUCIÓN DE EMBARGO): 10 % de honorarios del
principal (conf. sentencia de fecha 14/08/97 y art. 33 de Ley de Ho-
norarios, 21839) $ 11.213,46.-

SESUNDA INSTANCIA: 30 % de
honorarios de primera instancia (estimación de regulación mínima
conf. sentencia de Alzada de fecha 04/03/98) $ 3.364,03.-

TOTAL DE HONORARIOS DEL EXPEDIENTE INCIDENTAL
( 2042) ASCIENDE LA SUMA DE PESOS CINCUENTA Y CUATRO

MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y CINCO CON NOVENTA Y
NUEVE CENT A VOS ($54.945.99).

TOTAL DE LA CONDENA POR HONORARIOS ( SIN INTE-
RESES) ASCIENDE A LA SUMA DE $ 200.721.02 (PESOS DOS-
CIENTOS MIL SETECIENTOS VEINTIUNO CON DOS CENTA-
VOS)

d) Partida N 3 servicios no persona-
les, Subpartida N 338-384 Multas, recargos y gastos judiciales.

e) Para el pago no fueron utilizados los
fondos embargados oportunamente por razones de carácter operati-
vo, por cuanto era necesario para su restitución, observar un proce-
dimiento judicial que generaría mayor demora en el pago, lo que a su
vez sería causa del pago de mayores intereses. Posteriormente, se
" ///..A-
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V ̂  y
INSTITUTO PROVINCIAL DE
RECULACIÓN DE APUESTAS

solicitó libramiento de oficio que se tramitó ajustado a derecho. En
definitiva ese importe ingresó a cuenta N°l-710103/7
I.P.R.A.Quiniela. Se adjunta copia de oficio diligenciado.

f) Si, se requirió dictamen jurídico cuya copia
fiel se acompaña.

g) El I.P.R.A. desiste de su acción y del derecho
reclamado a través del Expte. n°4602, por cuanto los créditos recla-
mados tienen el mismo origen reglamentario que el impugnado con éxi-
to por Armesto en el Expte. 1022.

Atentamente.-

AlSr.
GOBERNADOR
DE LA PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO A. e I.A.S.
Dn. Carlos MANFREDOTTT
SU DESPACHO.-

G. T. F.
SECRETARIA PRIVADA - GOBERNADOR

ENTRÓ SALIÓ

O n MftVfí
J UKÍ'J
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JHCO»STi;TOCTOÍ!feIJJ>A;i..r ^-;¡M ̂ % ,̂.̂ Xs: • - * '
3.W;.^v':H't- •' ! i '.'

. . . . . í . i n i LITIS 1MSIIA, letrado del loro local, , ,! r -v - . - rx -^

1 < , ; ! , ? , ) Uu ''DÍWíTKL EDUARDO ARMESl'O, UNÍ IIo 7^3Í>,5,7^7, c u

<J<;au i ; i . i. i o : real en AV. SAH MARTÍN 569 y coñstituye-nclo - :
• , • • " • • . . : - • ~ ' ' • " ' í ' , •

ikij't' i unto al Letrado que rae patrocina, RAÚL tnciH'.r. iv

i>t;iaíi!¡ HA'fJ VKOV. 108; en calle GOBERNADOR GODOV 13 :s VT
. , • . i.

¿t iií'i'í:) 14, ambos de la ciudad de Ushuaia, a v.s. ^ p

l"uc)!:;.-»monte rao presento y digo; ;

I.- ACREDITA PERSONERÍA:

Conforme lo acredito con copia testimonio -'o íin

pahllca IIa 35 - (doc. letra "A") ~ soy apoden*

t'.oit í'acmltadea suficientes para representarlo

ció, .lídiuirwo declaro bajo juramento que el p

:¡i í:t>-jiu^nl:):a vigerte. Dicho poder me ha sido

< : i í'.i , HUGO RAMÓN SQUINOBAL apoderado general

¡l J! i mandante, con facultades de sustitv.oi

Uiio '.¡libremos del testimonio de escritura pú-

n ?

flaiií
Abogado

I
rTVLIBERTO

Despacho

I. P. R. A.
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- • • niúüj c¡ lo j.u<.jiáup PQJL- lúa arte.. 335 y

-. -aligo do rito, vengo ppr:el presento, <-i [

t.ni.cÁ..\ demanda ordinaria pop restitvic •> í!

,1 oibidos en forma indebida^ por parte ^GA i:^'-

CIAL DE REGULACIÓN DE APUESTAS,, cuyo domi< ÜJ

on Juana Fadul 321 de la ciudad de Ushuaií-,

r-iedo a tal efecto y confórmela lo

>;: I art. 316, en su segundo párrafo, la tacha de i u-o :; ;

i . "
cuoi.o-iíal.idad de los decretos P.E.P. Na 1593/92, 2B4 / '

,;n su arti. 3", de la RESOLUCIÓN I. P.R.Al 178/94 y -su n . - - ?
i •

Li.tuta la Resolución Z.P.R.A. Ng 52/95; con su iü «clí IM ,it: v

i:ia la Resolución I.P.R.A.' Na 504/95. i
'

Asimismo y en cumplimiento del mandato del art. 3L>5 st
:. ..': •'-. • • ' ' • . '•.]•

oficie sobre la existencia de esta demanda a la Fls^aM

de listado Provincial. ; ; !

Por último requiero medida cautelar genérica qr • .i m

¡í el cumplimiento de lo normado por. el art. 28 Ui ¡

Raúl IVl/Padcrne
Abogada

Í;.Ü.J.H W-PMB M,P

ñAlSERTO
Despacho
I.P.R.A.



'^iit.^ i f> íiusi:«p«.:.Lñción del presento'
' ' ' • ' : ':i. í'; ;K • ' ; - • > ! ' • - ' • -.**:,: ;,6i¡ * . ! . ' - .

<•• ,'•••'' *.V(j"iíí<4¿í por Jo^ arts, 260 y c í i
v J. • •'.!•< . '•;. i -íví:/.!' : ' • • - ? - ,

Totk *íl,to en t>£isti gi ips ñi-itececlentes , y a 3 .^

í ; J - > í i ' v n .:jto hecho y da depeuUo que qxproso, c

"-.¡13 i f ü i ó n dQ t7o

V.S. ^s competente en razón de la iuato:la y

vorjlado por el art. 20 del C.P.C.C.R.i'í ,

I i :T..- AHI'ISCKDEHTES :

Conformé surge de la pruebas docüment r < u

M i l i vi<i»valizadas con letras "C" y "b", r ( "

ntG es el titular de los casinos elru

las ciudades de Ushuaia y Rio Grande.

Tal como quedará acreditado con la n^ is i

t t o i . CASI lio MAGHUN de la ciudad de U s h u a . l f , ^

iioiaandada y según surge de la propia pruo.b- <

¡u/rogo - recibos de pago de cánones (doc. i

(Uujde el mes de enero de 1.993 y hasta el \n e

liante ha abonado por la explotación lor; ? ; . ' . < ¡

Ilnúl M. Pudcrne
Abogado



/

tí.^'ti
o.í/v i

ií'/V-í

*H/V:Í
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19.400

19.

19.

19.

19.

19.

19.

22.

22.

24.

24,

25.

23.

24.

19.

19.

19.

19.

400

400

400

410

510

400

886

806

300

300

110

490

300

400

400

400

400

,00.-

,00.-

,00.-

,00.-

,57.-

,00.-

,00.-

,00.'-

,00.-

,00.-

,20.-

,00.-

,00.-

,00.-

,00.-

,00.-

,25.-

,00.-

Ni1 ¡MÍI M. !f»acierno
Ahoyada

t: H.J.U. T»!,Í.[:>*;MO MH

-VApCR AHTTBERTO
Despacho
I. P. R. A.



,00'i/V.i!> V 19.400• ' • • : • ' • • ; • í • • ? > / ; . s,
/).;/>*:, y 1P. 41)0,00
' ' 1 ; :.' H * i. ' * ' < - ^

07/95 $ 17,POC,00,

08/95 p -"^ — ̂  ----

09/95 $ — ---- '•

10/95 $ ------ -

11/95 $ 14.711,76.'

l'or loe cánones correspondientes a IOK >n • - : ••• ;

sto, septiembre, octubre y noviembre <;

cribLó convenio de pago con fecha O/ll/í'ii - i

'), abonándose a la fecha las cuotas corrompí

i niíises de diciembre 95 y enero 96 ( doc. ]clr

Con relación al Casino MAGNUM de la < : i u r . t a - i -le

Gj;<inde, este extremo quedará acreditado co ] ¡* i muí r

eíif.os autos del correspondiente legajo, en )H>/Í( ¡ .] •-, ;¡

mí i nclada, no obstante se corrobora dicho extraño con

respectivos recibos de pago de lo abonado, qim a

que obran como Doc. letra "H":

«ti-- N-iOfi d|.P- n.



V-H i,í ;; f , 41*0,00

12/94

01/95

02/95

03/95

04/95

05/95

06/95

07/95

08/95

09/95

10/95

11/95

LM í

$ 14,4(30,00.

$ 14.400,00.

$ 14.400,00.

$ 14.400,00.

$ 14.400,00.

$ 14.400,00.

$ 14.400,00.

$ 4.400,00.-

$ ------

$ 6.000,00.-

$ 7.200,00.-

$ 7.200,00.-

$ ------ -- ̂

_. J

Señor Juez, en total se ha abonado por cíínonoí;

Mudad de Ushuaia, la suma de PESOS SEISCIKU'i'CUJ Tt

ü'ü.S MIL CINCO CON CUARENTA Y TRES c\\U'\'W

'i ir. .0015,43.-) y por la ciudad de Río Grano.- \.¡-

rí',::¡('íj DüSCIENTOS SESENTA Y UN MIL DOSCIENTO' ' '

Haúl M.
Abogado



• • i . • T!:/-:^ iA V Uf/ i Üf.ífryWitfq.'UW CÉÍJTAVüS ( 5 2 . i.::(.(. v

o><-!íij-íT03 SESENTA y OCHO HIÍ* CUATROCIENTOS ; .CTMCTI -"^A

cx;ut;¡ 7̂8,4̂ 8,00.-), talas extremos quedarán a aro -i .í ,̂

mcJiiua-e oficio a la D.G.R. . '

Ademad, V.S. se han abonado' merisualmentí y nc-.;• < - ; i
: ' . . ' • ( í ' .

uno cíe los importes, los ingresos brutos respí";t- i ve •:, <;

riarido olio entre el 6%, el 4% y el 4.í> % de 3o fie I . - I . L

y/o reverenciado como recaudado.

n. i osoapará al elevado criterio de V.S. • ) • > -

u ipl :;iiiiia de .lo abonado por canon más lo abou.":i-i

iJic. ¡»¡ji infjresos brutos, mí mandante ha tr.i í - .

4'' , do tuis ingresos en la ciudad de Ushuai? •

íi]uH ! nú 52 % en la ciudad de Río Grande.

i'ipi i í;tos podemos encontrar muchos, absurdo, < -

f.ltí, inconstitucional, violatorio del derecho <: •

tü, poi-o tidemás de todo ello, absolutamente j .1

1.0 v ,íi. es lo que explicaré en los acápites -Hi '

'il M. Padcrjite

M.P

L10EBTO

Despacho
I. P.B.A-
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,í<v

. ; » ¡virocía cjíía el Tribuna I Buperior Ur¡ • 'rs^ • ::i a

iv . • í n o i u , HíHl.umte la sentencia de focha . l . i / íO/9ü, c > :

",- < i caratulados "STRENITZ Raúl y GOLD FINGSR S.Ii .L.

í , i : < . ;v ,A r . I*ímA DE ¡LA PROVINCIA DE! TIERRA DEL HJEGO,
! ; 1

i'M,':.:ini'f.VO PROVINCIAL E INSTITUTO PROVINCIAL IM3 riXSIí] '

IH<; APntSS'í'AS s/ ACCIÓN DE INCONSTITUCIONÁLIDAD", ]¡ rpl-o

in.i/04, de la Secretaria de Demandas Originar,! '-:, :•

puesto fin íi tantos años, decretos y resoluclonc.': 01 r-

! a < ' , i ; ; , y en algún caso, directamente inconstitucl »iií.( 1 -

Dixjo, parecía, porque la capacidad par?1 ( f G i i

l . i , r i í jdades del Instituto Provinc3Íal de '?• t p i i

f-.]t ' . - - i s L c u s se ha visto ahora mejorada por 1." > ^

, i í i . ¡ « l a t í para desoír los pronunciamientos " . ¡ . u »

. : i . . - ; , sordos y autistas.

E-,e trata de la Justicia Provincial

i'.i.i; i timadlo que hacer un raconto de tocíí- í

Í : Í I | M - Í ¡ ÍUÍKJO, para demostrar en forma palmar; ^

< : ¡ , . i o procedentemente y que en definitiva < >

L.

aúl M.

S i E L
Despacho
I. P. R. A.



SjU$ además jtie^e por fina

<!« ( 1 Instituto £emai)£a4p ÍS vergüen?;

•V'i-o¡u»Ti!-ará el triunfo (3© ©§ta acción,

\'o •.:, icja de escribir disparatea que

íi loe habitantes da ê ta Provine:.

lian hecho oídos sordos a una declaración c. ' } •

í;u-: tonalidad del Superior Tribunal de JUF;-¿ i.< '• ¡

totiílrdn que explicar a la comunidad el por <{\v\*

ou mcio tantas veces el Poder Judicial del entor.c
* ' 'i . '

i:orlo y del ahora Provincia les advirtió nu'ülín'

ccintelares y sentencias que estaban reglando on lo

los juegos de azar.

Leí primera norma regulatoria fue la Ordenan .a Mu

pal N° 694/90, sancionada el 01/08/90, por unanlirid;

¿il Honorable Concejo Deliberante de la ciudad -le u al»

Un ella tie autorizaba al Poder Ejecutivo Municir > l a

1 i t:ar locales destinados a la explotación ;lr ; t

«1 áctricas de ^entretenimiento,; con destiro f.¡

Mpuotü.aü con fichas o créditos, previa adqui sir J c;r-

«i'. ÜMÉIS. El canon a pagar por esta actividrid sr ;\;j

IBERIO

1

1-P.R.A.



¿o $ de lo
'

• cioí años.

j y las autorizaciones so otorA

f^ue prprau^ada meciianj:a De

4 so/90 dol 17/OB/90, y r^iar»^ntacJa con t
1'

:nrbe Opereta Municipal 513/90»

cro

La sanción y promulgación (Ja la norma j

> i. ncia generó conflictpe ínterjufisdí;

l'iMvincia. Ellos se referían a la competer,,;

d.:¡r en el otorgamiento, de ¡los permisos de •

La Legislatura,, con fecha 02/12/91,

4'>, promulgada por Decreto 3137/91, del or"' ' . i

Tal norma zanjaba las diferencias ju '» •

; • i : i h t ec:iendo en su art. l f l MLa Dirección

¿ • • ' • . i - , on forma coordinada con las Munici .p s i t í a

t n i t í a y Río Grande, procederá a la habilito í o>

». i . ; - ¡tinados a la explotación <Je salas de m:1'> ¡ í i

i u . : u u de entretenimiento...1'

Por el art. 2a fijaba "La habilitación d•> i,

suca provisoria por 24 meses..."

llaúl Pft. Paderp
Abogado / i :

C.S.J.N, P'67-F1W9 M.P N-100

i p. a A.



INT el ort. 4- "La explotación de los'per,ir ; h ,,.

vr.ñu un canon equivalente 'al veinte por C : Í ; - M ' . . r

- i '(xui rocaudan con motivo de la explotación«'

'•.':¡\ v.s, fue la primera 4a £as supuestas -••.w••;<

..r ••'•.oí.; qno la Dirección <í<3 tfuegos de AK?\':- . Rut: : -

de

; Miia.ro, promoviendo el Decreto P.E.P. 104:i,':1" :.{..; ,-i

JJHO¡^I-amenté reglamentaba la , Ley referenciada pr^!^''ent€

mentía. Cos dislates hoy parecen hasta graciosos y motiva-

ron presentaciones judiciales por parte de cóleycti; d-: ji

inmutante que obtuvieron medidas cautelares que en clt ".ini

(iva iiísliaron a la derogación de aquél.

IÜH el primer considerando la Asesoría Letrada c » c;o

hi orno postulaba la inconstitucionalidad de la ley,

;ui v€¡z de requerirla y sostenerla en sede judí'Hal

.JIKJÍ ota necesaria su reglamentación. Y así se e; ;ctu

'ivi I rey Lamentación violaba en forma fiar

¡i i (.;•;. íí) y 86 inciso 2 de la Constitución Nac;

MR: i.'_o i!í de la Constitución Provincial/ en tari*
, ' !• , ' ''•• { • . , ' . • ' •

i MU v m- til i rucaban lo expresamente establecido p« •



t:» • ¡ - í'utí-intiaoj 6n
; • ' . < * • ; -

; . > i : al art. l f l , -este Decreto ;a|>rot?aba como parto de

Se J.a Ley, 494, ios anexos I, II, i u: y ¡

ciirCcinétu inhabilidades no establecidas por i ei ;t

; • • • . • ioítüjl.}. lnnab-\.|.it^n<i>Q a jgu|.̂ n r.e^ulj:aba proco? u!-
1 . ' • ' ' ' , i j- -¡ • '

¿ i - I i ) ció acción pufcílie?a degponpciendo el

P r o v : no la l , aato el Tasrp

o t i : - « M O do los dueños.

i v r al Anexo II, se autorizaba al Direct'- »:

< i , ' ' ar a fijar el plazo de las habilitación^ -^

1_¡. . r ; i . ion con lo normado por la Ley en oí art.

luuinaba toda intervención dé las MU^'M i¡ •' í
: • • : ! ; ' '

i i mi ándola a la habilitación comercial,! en r- u ¡

fic.n 1 art. 1n, 78, 13a y 148 de la Ley.

or el art. 2° del Decreto'se otorgaba al nh<! ¿

;inc.(j-.r; <ie Assar la facultad de disponer el pa<¿» -?*;

i i i í n i f u t i por maquinaren abierta contraposición a '

]-,or oí art. 4Q de la'Ley, . , :

ral. disparate jurídico motivó el juicio <;a

ui:;í , ;iti.l:z, Raúl c/ Provincia de Tierra del Fn o~>/ l

d,* t'Bl.as del Atlántico Sur s/ Acción de Inc, ¡n vi; i t i



, Expta. 035/94, del

en el qué con fecha

Superior Tribunal <U n ,•
\' ' ''• <t..';•'''' ' , - , ' " ' ' '

20/07/92, el entoriííGí; /f•;,-••

\.

Oío l'ohurúa,' hizo lugar a;la7 medida cauUel ve

\e el pago del 20 % del canon. '

come remedio para lograr ;lo que la justicia ;ie

mido y que en definitiva mi mandante continuó

, un pago mayor al 20 %, y ante ,1a medida cnnt

cjuo luciera referencia, se logra la 4ero!9ación da
,. . • • \..;'. . ; • • • ' - • : , ' : ; • ; - i - . ' • ' •

494 nKíiliante la Ley Provincial (23, dól 1O/08/92.

lü un mes toleraron V.S, de un jironunciamíonl-o

o ¡al contrario a sus caprichosos intereses, cont;i<

l í i dr.rtxjación de la Ley y promovieron1 el dictado (V

cielo P.E.P. .1593/92, del 11/09/92,
" i

' < ' I ,' , ¡ i

fjetendieron así torcer una decisión rarioruv
i

j n £ v t : i c : u i logrando nada m4s que una declaración de

al 'É i i . r íu . í t a posterior, me refiero a la sentencia . ' ! • • }>.

tos rt>j:orenciados precedentemente.: ;

i i ~ . . .'; \'.;' • • '

,')! l:f> el dictado de este Decreto Na 1593/9T' '

«il.i-o (inri una repetición encubierta de aquél qi" ^ ' '
- : i

i.cy \ ), en la ciudad de Río Grande el enton

Hao.ioi'-ii. so pronunció en "Gold Pinger S.R.L,

I.P.H.A.



, IH i v t tí • '*' •'•'IW> ñ'<" <--!>'**'^''"

t í i o n (tu Jtnconstituoionalidad'Decreto P.E.P. ir \. ••> i • •

f : : . : | ) t , . iiio/io, haciendo lugai: a'''la medida caut<¡ ¡.í.r . - . . ,

i u l , , ijna se reeer.íarítámb;t!éh: a la cohtinuidcul d<U ¡ - - r .

; ^ ( i '! mi concepto de canon, y no;;a los capricho;- cié t \ . ' \ - <
. . .

ias por ínáqul-na^/^e ¡manera inde'i>*--<o inr i:<¡

<-*,-j»o RO trata do gente po^ev^r^n^e, V-S. y •*. ¡tro

ntuív-í pronunaiawientp JU4ÍPÍ3Í <|UQ :ponía limito a SM inr

ciucl .••• y confiscatotia pretensión- recaudatoria, Ir ^c':'-

d\d .1.-gisferante intpropiaVdel I.P.R.A. no sa h.l̂ '.> í ;;;o :i

y nueívamente, y esta vez pretendiendo, reglamentar 3 ¿ r;

luu Cuitaba aonstitucionalraente^vedado, promovieron *• i. r¡

orfito P.E.P. 2845/93, y la ̂ resolución I .P.R.A., Hfl 17t -T-' .

Hfitja V.S. un ejercicio de imaginación y ¡uU^i • ••
', ' I

[ji.-.ütiM.dían por esta nueva .legislación, qué v'olabín

;¡ua y fjuál fue la consecuenaia. ,

Ar;,:rtó, V.fíJ, pretendía nuevamente el cobn

non f3ui>^rior ni 20 %,,y por supuesto, confi-

i'autbii-ii, v.s. con respecto a mi mandante, l

vid aban esta vez, la Constitución de la

LIBERTO
Despacho
.P.R.A.

O.SJ.N. M.P N-100



\l rungo y la Ley de creación del-pro :.,

i = i , r íü. ~»u art. 28.' ' •' '" ""

y M vma clarísima sentencia del su¡ • . : • :

. ' i i í i t l í - . ia f¿n los autos JJ^trenitz, Raúl

dq la Prpyipcla (30 '.Tiei > >

r - : , M" 01:1/94, ¿te la S.D.o. en el voto d̂ '1. ;•>.•. '

- :r¡3 lanrse ",„, VIII." En cambio r,x

oons'.í iuicioiml el artículo 3a del Decreto i: -,¡ •>.;••..•>

en «manto faculta al IPRA a regular los distinto:;

en tanto ellos venían regulados por,la normativa a

convalidada por el artículo 28 de la Ley 88, hasta

no ;.;ean reglamentados, facultad que en manara n'i

i-;oi-t-isponde al IPRAÍ, El instituto nunca podía roq i

cjt<j:i temas, modificando normas con rango de Lny

c.tl). Consecuentemente con esta tesis, la regulnol

ai . íit-jpecto efectuó el IPRA también es inconstltu

ii:.-í ¿labe declararseT Lo propio cabe decir' d?i rarjtv-

í;ii milito exceden la organización interna dol :i n

:; . 'i'ü i como se ha expuesto, debe declararse l i I

IM- : Í :,iialidad del artículo 3B del Decreto 2fM'/v-

. i . l i t ion .178/94 del IPRA en cuanto contraven

: ; . . i , oonvíj 1 iíiada por el artículo 28 de la L. .

not

l:i.';.t

y"!-, *f í



•>or su parte, en su voto, ej. Dr.:Garran:^ (¡loo !'V

t •' r j i n íjinííargo, el artículo 3« 4el Decreto, al ' n n i n t . '
' - . ! ' ' ' ' i 1 ' ' . - I M I i ' , i ' » I I : ; ¡ Í ' . '

í ••? o do los juegos #44¿-, ftJ)U^?£tfP£"/pPntrar¿a .f'r< -:i

> -• - constitución por subvertir &l principio -.?•:. : » - i ! . ¡ : < - •

;:üins, y por afectar'.̂ aa Atribuciones o : •-.

, :. ra ragv;lar en lo Bust&ncial la materia •-. c

• ;.,. ) 36 del artículo 105. En efecto, más r'J.i

<io " alcance de la voz reglamentar, lo qu<; i - t i

M.: .-?« que la legislatura debe fijar los pr! ;

¡ : >;^ de esta temática (por ejemplo: lie i

.h iri^rüoa juegos, sistema de contravención

• h: • ¡r, positivizar en una leyólas pautas bá •

i i ;: do la actividad. Y, así fue realizado ov

f. .líi la Ley 88. Cualquier modificación de!

U.;M,<• ̂ ariamente por otra norma de igual jera,

f,a sentencia declara la inconstitucioiui(

cvtln 3 del Decreto 2845/93 y de la Resolucit'i

i (MV, y es de fecha 13/10/95.

!;;;•;t:a v.s. fue la consecuencia siguiendo

i - (:u¿ i.ruaginación, resaltando también que r



medida '"cautelar', en"' idéntico r-caí; i.sei decrató

anteriores.

• ' : '•' "•••• . . ' I 1 . '

i^ro r5i quienes están en ésta actividad y ID;; b ¡ <•

••. -\s oportunidades hemos-representa1:,- la d;;f<

atrî o'v.o cíe estas empresas :';pensábamos qn.» di

la historia, hos equivocado;;.

El afán conf iscatorio continúa, ;la •desobediencia a

pronunciamiento judiciales continua, por eso aqu"l Jo

i..i cruzada continúa, ,V.S,Í y :: ahora i dictaron la ' - r
. ' ' : ' " • • - . ' ' • ' ; • ' - *

. :ión i i'RA '52/95 y su modificatoria Resolución LÍ?IÍA t .•<)

c;on rochas 22/O2/95 y; 16/08/95, "J¿. respectivameni s , ¡f ;

1,1 intMlída cautelar que ya por! enésima vez

t; ; una constante cada vea -la

-i ?.'•* ' omitefar se despacharon con nuevas

'f'í:" •*>í*r/rirJa5?, íneyorabJementQ y como

medidas

i - .1 eso, cuando les duela el bolsillo

.::•;>'!' 'i lo a la comunidad el por qué del t<;

if.-r i . < lii'jrdidü de esta acción, /esperemos, i.

Y
Raúl M. Padcrne

M.P



•• • ' ' ' ' ' ' • : i ^ ' > > ' t ; ' i ; i > "• ••
i : : - i . inon con estas supuestas' : cruzadas r

a quíores explotan' los'Jjuegos de azar en 1
"' •;'- V tr^.'í.l,,

en a Provincia. '

\o quo lar. .expl^ag^ne^ ^B.on ©nemlfu

ii>i:«'..¡-v'ir.io>i ijue jBXplptap una a¿:tiyidf\<;'

v i ; , y uvinquo, ap forjpa fl>pflest^, cont:i: •

i - ) cío i.n Provincia 4^ndQ gantes fie

para

mi. caso de mi mandante en estos autos, v,s , '• ^ ' í

(Uj t\s insostenibles, hoy, con la crir> c - i ,
. . , . , : » , . j i - ' • ; ¡

a :» a Provincia, los cánones absurdos y conf! -

Lahlecidos no pueden ser soportados y ello t.-\-,

Inc uistema de contravenciones que tampoco ti*:, ; •
'' • ' ! . ' . : «

ci nsgular significa en los próximos; días, oleiu::v¡,
, ; - - . - ; i ,

' •' • '¡. Í

V. - 1SL DI3UECHO APLICABLE:

nú es otro V.S. que nuestra carta magna i . ¡ . - i > \ í i • ; ! : ; ; .

l o í i a'loances interpretativos fijados por e l 5 i u ¡ K . - - - •

i> im. i l de Justicia de la Provincia, en su antiu :.\;

MG refiero al inc. 36 del art. 105, y cowo

Raúl M/Padcrne
Abogado



¡üria ¡udo la aplicación del rt. 2B

;a' como lo sostuvieran ambos vot-n !:
' • ' ' Ül.^t'í' •!(••.' j Vil '..i : , '...,,., - . . .

í n t f t cátodos - preg. Uutpftinson y Cfv i -

'.o;i'jr;.0o azar sea por norma de'igual ->*'

pcgv.j.r);;:lal, Re^ry^ní^se, sil facultad í!<

. P . S . P . , en el Hiarqp d^J, art., 3-35 int. :

1 ; . ' ' . / por t-nde y tal como se expresara, li^ii'-"i•/.? 3 ! ; ; ;

c u l i cides legislativas impropias con que cuenta el J - j ^ u

a £ í l l o ... al decir del Dr HUTCHINSON " BJ Twi.::il:

:.v-i podía i-eglamentar estos temas,

de ley fart. 31 C.W. j..." >

i;u el mismo sentido;y siguiendo los li

Vl.tino de los fallos pido la aplicación de las ncr

til.i dadas por el art, 28 de la ley 88f tal como ] o

iei.'on ambos votantes.

'¡i1'. • '•

'•'atnbién requiero para mi mandante la efec.:M--fc

i ón y vigencia del art. s 68 de la Const.il-;

¡Le ámbito y tal como ejcpresa la

ES
s A L v/ysefft-Ar L 13 E r, T o

' - ~\Q

i. P. a. A.



A . YÍ

. ' ,< .'.K<;AIA;?AP: a£licac|.ón ^

• ' ;.r¡T'.r ;? ' i ,

Lg preceptuado ;x-c e : . . r i

GUALDAD, UNIFOWfPAP y,
¡'

lo QVIO los CQ^eg^s (Je Híi

oí

t-uí.' .>btuvÍÉíran ppr. Xa» i medidas

.í ;?íjr=í-.-»ciados en esta demanda.

« M CAPACIDAD CONTRIBUTIVA, CERTEZA Y NO COI•"•' 'í

n/in: t . i K.impl.e aplicación de la norma del < - i

le, 1:1 i.refería aparejado tales extremos, es tíM- ' i

lo: ; . « Mifiles niveles de carga contributiva sop : n;

*:.-i.'u¡ji la capacidad contributiva de mi mtM- i n

i t.-.iM¡- í nman «n conf iscatorxos que podría llena^ ¡- l <

n.*.. i u iralios de la Corte en este sentido, ¡ ¡ ^ ;

oji t i U - i i i:o a la economía del proceso a transcribí > ;

HE INCONSTITUCIONALIDAD - IMPUESTO.1;,

l,r>r; impuonaciones basadas en la cuantía. <í«:i i Í>M

sólo dtihen íicogerse en caso de que se demuer,; r¿: (¡u;:

)itii;iuo( en su aplicación al volumen o giro pat- i r ! .1

contribuyente, resulta prohibitivo, destructivo c- ( ,-;i i

\i

íiaúl M. Padcrne
Abogado

C.S.J.H. T-W-PW8 M-P I. P. R. A.



> J1-5-U8, Juez LABORDE (SD)

T^.ovinoia de Buenos Aires s/

/?•' '..teto 211/83 .. ' . .. ' v

. 3 3 0 • V . . • • • • .

AY

:UC .. JIC— ?.-?S,. Jues LABORDE (SD)

A, s/ Desuarda de inconsí:itucionalido¡?

1988-iu Pag. 131 í

- CONFISCATOUIEDAD.

lio sri configura el supuesto de confidcatpriedad rí
' • • ' i - - - : . • : " . "' • 1 • !

i i\>|K>i:í:ión del tributo no adquiere una magnitud que nb

¡ .A una parte sustancial de la renta, ni "aniquila '; la
' •! ;• ''"•'• ',. • ' .. '•':• .'* . '' '

i imitad en su sustancia o en cualquiera de 'sus' atribuix-

la

t i C i i A , I. 1.100 S 7-8-90, Juez LABORDE (HA)

í,oc:ut:ncio, José A. s/ Demanda de inconstitucional i » 1 > . < í
1 ' ' "•' ' i ! ' . • .

a .'loy 9006 . r ; : ' . • '•-.• . : - ' ' :

SYA '.l'cniio 1990-11 Pag. 870". ' : ;

ísiors (il.timos fallos citados, a contrario sen¡



(•< - i respecto & la certeza,'-gl"p¡L^np|,j.iftiíwpil>^ .-.. i , , ,«

.-ü o contititucjLonaJ. se logrará con :la inhibición

o.-^íí^as £»or parte del I .P.R.A. '-n f

lo ( j ti nía as lafí sentencias-, con la i
- • - - T'i •-**-« . ( - ; } ( . . ' • , i . •

I ' • ^odi.c.U'.pitrlón por nprĵ a 4^ Igual j:

y PPÍ̂

TACHAS DE

i1^ i como manifestara en el exordio de est

t.«ic.'li.-in (le inconstituaionalidad se refieren ü

I'. I,. i'. NB 1593/92,'. ; 2845/93, a las
! '

r/ii/'J)'!, 052/95 y 504/95. , ,

En cuanto al .primero de los Decretos prt.v _s ,

.1.59.1/92, porque legisló sobre la temática <1^ ; < • > *

jvteijos de azar, materia prohibida por la C.P*

,-i\:\n del Poder Legislativo (inc. 36 eu -:. i •: '.

íianiio el art. 3, que en la tercera dispos' ¡ón •'!< '.'

jiio ponía en vigencia autorizaba a la Direccins < ^

üar a fijar cánones fijos.

i:in cuanto al segundo de los decretos, el 2!M :>/:*

lo declarara la sentencia del S.T.J. rofo.cc K;.Í F

iALVA^^A>L1£

¿/^ -^
^ i.¡^:-i.A,



.no

riloqa respecto de su artf 3B por estahltv
i

te aei X.P-R. A." tendrá! amplias fooirltmi
1 ! i

r _; . •«-; r^í-lamentos y normas complema n (-*>•/.

'•; vuiocros ®.lZ:i enumerados" contrariado r •
, v_ ,• '] '

.. t ̂- subvertir el principio de > !
';! i í "(• .t ; ' i .

;,̂ c;,í\ las atribuciones de la Leu' ^rv
• , • , • , ' 1 •; ..

?;o. rj^yU-lar 'en lo sustancial la matv : ) >

36 del art. 105, ; .

i . . . . *
•oí: último y cómo corolario respecto de 1

: . ' • ' '* ' • . . •

'Un: i aiofi I .P .R.Á. , en cuanto contrarían al ar
. . . ' .' , í

i<;y íia y la legislación de'fondo por él con

¡¡¿i i \riore -entre otros- a licitud o; no de jn

iwí¡ lo contravenciones, etct ¡

•1'ííídbió.n, y finalizando las tachas de inc : • '

í.i(U-<i a las cinco normas por violentar ademéis t • .;

pió;; establecidos en el art. ,68 de la C.P. txnií '--;
: . . . . i

,j ,;ini.-»al:o en oí acápite precedente y que doy );cir \."

10 MI Mérito u la economía del proceso.

v.s. advertirá que varias de las tachan i

idad se refieren a normativa jurídica <'ier • >o fla-

SG deba a que tales normas han sido sustento.; p-ji; Je:

let; mi mandante efectuó los depósitos a quo í-e 1 r:r

Abogado

LS COPIA 1•JEt

I. P. R.



y en f-ff •-*?*. ¿Jf.ftaF~ai;j,UM ^ - "i < r -,)

•o oí tillo de la C.£?TJ,N-V junio 10 de ': < • • > ; > M;;,V
• . « r j, . t .. .1 *

.de interén )MÍ , ~ . ;

cuestión ha u -, \>\

uo encapará a su elevado criterio v : ^ - .

; ¿.cisUo ':al abstracción ya que por talc^ ñor-;

Ü.-LU ¡; -tlii mandante sufrió y sufre a la fecha un -i'ie!--r;. •••

t:ii ;u patrimonio, y que por esta sentencia ; -roto•. (cl:jín>:

«iCiir. I:¡;L daño es actual. ; ,

• ' •' ' \i I.- ¿3L RECLAMO ECONÓMICO PAUTAS PARA SU DliTE ÜTH?

De,..-; son los extremos a considerar para la fijac;i >¡i d

v»iv»iit:ii a restituir por haberlo percibido en forma i i < ( i

y. qeuerando un verdadero enriquecimiento ilícito r • ; ̂

ílsil .iii:-itltuto demandado. , i

- • ' ' ' i

K» primer lugar y luego de quedar debidaii-n!Xi } ¡ >'¡;

on a .Los autos los montos depositados por > ; í va- .i ¡ vt

jiüii'io la fecha que se reclama, a ello se lo O ^ *;n-

trar Y rentar oí 20% de lo efectivamente vencH ¡

<ia'Ki, quedando asi determinado el monto a ; ; ¡ < ;

ílaúl M. Páceme



.:iAnr>l. poro -fit* p^rfee so î̂ na y Aeja.su :<5l

n!r Í - L Í t i:i -Uir ic fío v.3, que ademas ef> ^ete capo

:: i ; • : :^\:-ioión v-^ohibicia por oX propio art, ca

y 1,1 •;.- contT! ;to de las

Mtocb? vaiaente V.S. mi mandante además de abo -u-,r 1 i;;

.iiüL-Joa cañones fijos ingresó por la misma rccr .uclací ón

'ifjrsfciofií brutos por 6%; 4% y 4,5% de lo recaudado por : ?\;

i>-;-> explotaciones, en forma alternativa.

Lvieyo de acr ed i tadós; tales extremos ,y si V,ñ. asi lo

:c»iu;lder¡i deberá sumársele al monto a restituir lo al-oi^dn

,iu u.rjr jí^oa brutos desde que se reclama por constituir

ic blís .hv.pusición tributaria. ; ;

' iv . ,1 i í.iiitoa extremos V.S. surgirán de la prueba c'-ici»-

. . i d - i i i M"» : ^e acompaña, de la informativa a producir: -:: *j

i . ¡ i ,. < ; i i c ; i a l . contable que desde ya dejo solir i 5; ida

tltíDTDA. GEHEUICA:

o verosímil de la petición en derec

f

Raúl M. Padc;n«
/

lO

1*»''. ii.A,



..u;-;i:finV.o jurídico en las distintasíitiedidas cautel XTOM <Mr-

'.•.;4aas en Los autos referenqiadosfâ  lo largo do er u* ,*
'• •-v-VÍ'->i-;^:-.:¿1-. •-'.-.,

Lo, MUÍ vefiero a : "STRENIT2,; Raúl-.;c/(PROVINCIA ̂

bKI, li'íJMGO s/ ACCIÓN DE ' INCONSTITUCIONALIDM? :

(ilb/'Ji)? "CiOV.D FINGER S/ DECLARACIÓN DÍJ INCONSTI ! ̂
'. • v:' ; " ' ' • i

h.M) DI 'U . niiCRIü'J'O P.E.P. 1593/92" / (Expte 210/93) - l - l

. i el 10 ciñi Juzgado Nacional Ordinario de la el' • " • • * •

< ¡ i ' c»n - i í í ; /íoi'o por sobre todo por lo expresado en ' j >

f r í a n';: ios autos caratulados; "STKKítlTZ, Raúl y • ' » ;i

t;i:í¿ ;.íí.. i.. <:/ f.cx/islatura da la Provincia dc~ r¡. i

i-Híi.>c, if-orJor .Ejecutivo Provincial e Jnstituto ' 'M»I ' Í

i ] f t . ü. < íu /m; . fó i í de Apuestas s/ Acción de Jnconsf- / ' ; ;•••

>./.íd- (ÍÍ'KJÍÍ;O. O.lB/94) S.D.o., por parte del OTIV:»; v:

H ; t f . /);.-; -HíSriCfA DE UV PJÍOVJNCIA, en su actu ¿

ií I Ó 1 I * , ' ' • - ; '•'•"'• I . 1 ' - ' ! : . . . ' '

'/

]•;! derechos que se pretenden proteger son el "

1'lKnAD (art. 17 C.N. y 14 C,P.)f el derecho a 1. 1 •: !

<aet. 16 C.N, y,1 14 C,P.) el derecho al E.:n. KM "'

OUSI'RIA LICITA (art, 14 C,N. y 14 C.P.) por ñlUViv ;,
! ' ' • - . . . ' •

derechos no enumeradosi de los arta 20 C.N. y 00 de .Ui

en cuanto a los principios republicanos de tjobisvno,
. • • ' • (

división de funciones del Estado. ;

Tiene fundamento legallen la violación Clag

Kaúl M. Padef
Abogado /

8ALV.

I.P.K.A.



de Tferrs del Fuotj

u • - : - . - f i y i:j^ inc. 3; c}e ¿a Ipy 494;
' '•. • ' ' , t' *? *

;..'-.-'i.iH;.lui N? sg, por parte de los ;

>/ :í IÜ/DO; y RQEJOll^i^n^ I.P.R.A.

í:< .32 : ¡}

u oí

imperiosa porcia
• . • ¡

' sufrr.do mi mandante mediante RESO

36 Y 004/96, ambas con fundamantog jm -
i • • i

n rfo pona.lidades establecido por l?epr f

;<y3/! ir_/fLí/á!4, MEDIANTE EL EJERCICIO DE SUPUESTAS i .-.

.I¿S VA DidCLAHADAS INCONSTITUCIONALES.

lis ev ilonte y tal como sostuviera 'con anterior Uu

> , i j miando sus supuestas facultades, los próxiwr;

K'Ujrán - i la aplicación del ilegal inc. c) del ai ¡ .

llois. l.P.H.A. 052/95. CLAUSURA,.

i,a unía Ida cautelar que requiero es la aplicación of <:-

.iva tkíl art, 28 de la ley 88 , prohibiendo_toda_requlac > ón

cíoj.Rbiíiión que no fuera efectuada por ley de

K:rinli dadas y el pago durante la sustanciación del

i¡¡ un ciiuon del veinte por ciento de lo recaudado.

X.- PRUEBA:

N"100
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f I
4- ¿\] Juzgado de Competencia Ampliada de la ciudV,

10 <;i.-ün.U-3 para que remita copia dé la sentencia inte-
1 •

nc.oriíi íjua ordena la medida cautelar en el F.jrptc;

-Ki/o.i, dc'i Registro del Juzgado' Nacional Ordinario d--

«•) ¡M''.UICI;AT.: Se designe perito contador a

uu«¡, n i.r«véa de la compulsa de la documentación acoi M I

• lu y í|M<i SQ agregará a autos, determine el monto que «-vi
. . ' • ' . , i ¡ .. í .

.1.1 ni .¡o % el el total de las recaudaciones obten'da; , < r
1 ' '. ' i.' , • •

iaaiidiuii-0 y por las cuales se tributaran los s.vtroHr •, )

Vn;i, Aalffllamo, considere -por cuerda separada ncn

i.,lt;ii, , por ingresos Brutos incluidas en la di! < ÜH: •;.

i - l AHíinuiCIOH DE POSICIONES: Se cite a r i

i - i i i ü ' í i < i í roprosentante legal de la demandad;

pi.i: .o (j»ie oportunamente se acompañará.

i',) TMíi'i'IllONIAL: Se cite a prestar declav

n i ; i > , ai íír. Roque Hartinelli, funcionario

« • i ó i di; )a Provincia, con domicilio laboral

iiíjit.in 450, de la ciudad de Ushuaia, qui.cn

Ui; üiEiti.ntas circunstancias que hicieron r.

Raúl M, Páceme
Abogado

o s.m M.P wtoo



•il- lt. i. Vri atacada, por ha

, comp Direpfror .Juê ow

dril IPIíA.

' ' ) - ' , (

A •-.;•!

X.

I-or Jo expuesto, a V.S, SQÜoito;

^ • - , :h::'; . .•"..''.- . ,
:i- no tenga por presentado, parte, en el carácter in

. ' . ' . ; . ( ; • \ '. ' • ;

\ M > t ; a i i o y con el patrocinio letrado designado.

•

cor denunciado el domicilio real y por

:i- iv>r iniciada la demanda ordinaria por re

> l ; jomh'S percibidos en forma ilegitima, con lar

i nctíiu-it-i l-.iu;tonalidad alegadas. ,
1 ; . : . • • • • I

.1- roí: solicitada la medida'cautelar, requi i

i l t l,ju .ln.üii: a La misma, bajo la contracautela qiu

I i tiif: co responda . ' . : r . .

!)-• i p < i r acompañada la prueba documental y o-

ES COPIA

i. r, c. A.



d§ la demanda

XuWp > ^ tni^a

flfl ííPetas ^ la

i«; conformidad.

Será Justicia.

J: i'i-oviudal / S: Única

ABOGADO

114 T.O.F.
57 F» 157 C.5.J.H.

•ntratoae Secretoria «1 día .̂̂ l93(~

iiíi«¡i(li;lttrado.CONS1iU:
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CONVENIO DE LIQUIDACIÓN DE DEUDAS RECIPROCAS

c - i

Entre el Sr. DANIEL A. ARMESTO D.N.I.n°7.986.747 en MJ ca
titular de los casinos electrónicos "MAGNUM USIÍU
"MAGNUM RIO GRANDE", con domicilio en Walanika 194,
dto. B, Ushuaia, por una parte, en adelante "ARMESTO", y p<
el INSTITUTO PROVICIAL DE; REGULACIÓN DE AP^JESI
domicilio en San Martín 360 de la misma ciudad, r*[;resr nh'd
Presidente D. WALTER AGÜERO D.N.I.n°12.350.9:M, rn a,.Id-
LP.R.A.", se conviene en celebrar el presente convenid t i c u j u i
cancelación de obligaciones recíprocas vinculada:; a la m:t'
judiciales caratuladas "ARMESTO, Daniel Edu.mi '- ••:./
s/ordinario" (Expte. N° 1022) del Juzgado Civil y C > n KT
c/ ARMESTO, Daniel Eduardo y otro, s/ejecutivo" ( i j xn i
Juzgado de Competencia Ampliada, ambos del Disiri to J ; d¡ : - j \'<
que se regirá por las siguientes cláusulas:
PRIMERA: "EL LP.R.A." de conformidad con las scnUncins
en primera y segunda instancia en el primero de los i r ic i >s ¡r
reconoce adeudar a "ARMESTO", en concepto d? ti -voir
cánones mal percibidos, y sus intereses, la s- . . r -«i- f .k>
SEISCIENTOS VENTIDOS, MIL NOVECIENTOS SV/i . = \T-\O CENTAVOS ($ 622.970,24), confnrm I i « r

practicada por ambas partes y que se acompafVms a íi
discriminada de la siguiente forma: Casino MAGNUT i \ X '
Capital $ 269.428,26; Intereses: $ 125.369,27; Casino M, \  M
GRANDE: Capital $145.508,40; Intereses: $ 82.664,31.-- - - - - -
SEGUNDA: "ARMESTO" de conformidad con Ir. H > . j ' ?
practicada por ambas partes, reconoce adeudar a "EL j.P.R '
incumplimiento del depósito del 20% de la recaudación, «l ispu
el Magistrado interviniente en el referido juicio, desde H ¡ aes t ! <•
de 1997 a la fecha, incluyendo intereses, la suma de PlíSOí'J TR; -i
SEIS MIL ($ 36.000).-

• r rde
-/' y
i O 1°,

oirá
con
r :;u

SOS
'rf-j

\1A:

RK)

' C l n

TERCERO: Como consecuencia de los recíprocos reconocimientos
efectuados en las dos cláusulas anteriores, resulta que "EL l . í ? . v .A."
adeuda a "ARMESTO", la suma de PESOS QUINIENTOS OC! n ]TA
Y SEIS MIL NOVECIENTOS SETENTA CON
CENTAVOS ($ 586.970,24), suma que en este acto "ARMFSTO" v • ibo
de "EL LP.R.A.", sirviendo el presente de suficiente recibo y a i i n Je

CUARTO: En lo referente al segundo de los expedientes c iUuf 'x , '1 N°
4602 del Juzgado de Competencia Ampliada, si bien en el ni i si no, de
carácter ejecutivo, ae ha dictado mmHmeia eondonrtudu &\» a
efectuar el pago de la suma de $ 161.946,96, con fecha 1!; tic i ' o de
1997, resulta de lo actuado que los créditos allí reclamados í í rv^n el
mismo origen reglamentario que el impugnado c < - n é -i' .-» }-<. r
"ARMESTO" en el Expte. N° 1022 del Juzgado Civil y C0 n - v *



por la cual resulta indudable que, de producirce por ''ARMESTO''
contra "EL I.P.R.A.", una nueva acción judicial impugnatoria, ésta
arribaría a igual resultado, con el consiguiente perjuicio para "El,
I.P.R.A.", más allá del dispendio jurisdiccional que ello representaría.
Consecuentemente se acuerda que "EL I.P.R.A." desiste de su acción y
del derecho reclamado en el citado Expte? 14602,'haciéndose cargo
"ARMESTO" del pago y cancelación de las costas correspondientes a
ambas partes en ese juicio, lo que se instrumenta por separado con los
lelrados que allí intervinieran. '•——-—--—
QUINTO: Asimismo y en razón a la condena en costas a cargo de "EL
I.P.R.A." resultante del Expte. N° 1022, la deudora instrumenta por
separado los pagos correspondientes conlos letrados intervinientcs en
representación y patrocinio de la parte allí actpral-í——
SEXTO: En virtud de lo aquí convenido, ambas partes acuerdan «. |Mt '
nrda tienen recíprocamente que reclamarse por ningún con<"'pío
vinculado a la explotación por "ARMESTO" de los casinos ü" ; ; < _ <
pertenoncia, por obligaciones anteriores a la fecha del prer He
convenio, renunciando también recíprocamente a cualquier acción o
dtr :du> que aleguen o pretendan como consecuencia de ! >,<;
actividades desarrolladas pretéritamente y, por ende, "ARMESTO" y
sus letrados, prestan conformidad expresa al levantamiento de I u
molidas cautelares decretadas en el Expte. N°1022 citado, a travé -Je
esrrilo por separado. En el mismo sentido, "EL I.P.R.A." p: :; la
conformidad para el levantamiento de toda medida cautelar que
pudiera haberse decretado en el Expte. 4602.-—--— —
En fe de lo convenido, se firman dos ejemplares del "presente,'de un
mismo tenor y a un solo efecto, previa lectura y ratificación quehacer
por sí ambos comparecientes, : en Ushuaia, a ! < » t ;
diecisiete días del mes de marzo del año dos n\il.i:





que las liquidaciones o cuentas fueren complicadas y de lenta y difícil justificación (que

entiendo no es el caso de autos).

Por ello, no se trata más que de una liquidación a practicar dado que la sentencia

dictada condena al pago de una suma ilíquida (o no líquida). El fallo respectivo ha dado las

pautas y bases para practicar dicha planilla de liquidación y así deberá precederse en la

ejecución de sentencia.

Nada más cabe decir al respecto puesto que lo's agravios no han cuestionado el

sustento fáctico y legal en que se sostiene el Sentenciante para condenar en la forma que lo

hizo. Consecuentemente, la sentencia queda firme en todas sus partes.

En lo que respecta al tema referido a las costas y su imposición a la demandada,

siendo ésta la vencida en autos, por aplicación de los principios que imperan en la materia (art.

78.1 CPCC) de los cuales no existe mérito alguno para apartarse, deben ser soportadas por ella.

El mismo criterio sirve para aplicarle las que corresponden a esta segunda

instancia, debiendo soportar también las costas de la Alzada. Los honorarios se regularán

previa determinación de los que corresponden a la instancia anterior.

Por ello, adhiero en todas sus partes al voto que antecede.

Conforme surge del voto coincidente de dos Vocales y encontrándose de

licencia el Dr. Nebli José IMPERIALE, la Sala Civil y Comercial de la Cámara de

Apelaciones,

S E N T E N C I A

I0.- DESESTIMANDO el recurso de apelación interpuesto por la demandada

afs. 1148/1157 y, en su mérito CONFIRMA la sentencia de fs. 1132/1140.

II0.- IMPONIENDO la costas a la recurrente.

III0.- RESERVANDO la regulación de honorarios hasta el momento en que

sean tabulados los de la instancia anterior.

IV0.- MANDANDO se copie, registre, notifique y bajen los autos al Juzgado

de origen.

Maria Rosal. Avala
juez de Cámara



Atería Rosal. Ayala
Juez de Cámara

II- El Dr. FranciscoJavier DE ANTUENO dijo

*3STT--'E;'-̂4'Sr

La apelación de la demandada traduce una queja desordenada e imprecisa sobre

la sentencia dictada en primera instancia que, en definitiva, implica una mera disconformidad

con lo resuelto por el Sr. Juez a-quo. En los términos propuestos a esta Alzada soy de la

opinión que no resultan suficientes los fundamentos esgrimidos por cuanto no reúnen los

requisitos mínimos para tener por "expresión de agravios" al respectivo escrito con lo que

habilita sin más a declarar desierto el recurso intentado.

No obstante ello, habiendo ingresado al fondo del asunto la Vocal que me

precede, siguiendo un criterio amplio de admisibilidad en resguardo del derecho de defensa,

he de señalar también que comparto el criterio que propicia la Dra. Ayala como resolución de

la apelación incoada.

La sentencia recurrida ha admitido la acción incoada y ordenado la restitución

de los montos que el actor haya abonado en más en concepto de canon al I.P.R.A. Tal decisión

deriva de acceder al pedido de inconstitucionalidad articulado por la accionante -tema éste

consentido por la apelante-. En consecuencia, admitido el fundamento por el cual se admite la

procedencia del pedido de restitución, sólo restaba determinar la suma precisa del monto a

restituir.

Así las cosas, ha decidido el Juez de grado derivar la determinación del

"quantum" a restituir por la demandada a lo que surja de la planilla de liquidación a practicar

en autos (obviamente en la etapa de ejecución de sentencia), dando las pautas para la

confección de la misma.

No veo en ello ninguna contradicción ni improcedencia procesal o legal. El

Código de Procedimientos autoriza este procedimiento, de modo tal que, tratándose de una

condena al pago de suma ilíquida resulta de aplicación lo dispuesto por el art. 438.1 y

siguientes del código de rito.

La norma de Deferencia textualmente transcripta dispone: "Cuando la sentencia

condenare al pago de cantidad ilíquida y el vencedor o hubiere presentado la liquidación,

dentro de diez (10) días contados desde que aquélla fuere ejecutable, podrá hacerlo el vencido.

En ambos casos se procederá de conformidad con las bases que en la sentencia se hubiesen

fijado". A continuación se detallan los pasos a seguir hasta llegar a la percepción del crédito

o condena.

A todo evento, dentro del mismo Capítulo referido a las sentencias de tribunales

argentinos del Título I relativo a la "Ejecución de sentencias" (del Libro III "Procesos de

ejecución"), el art. 451 titulado "Liquidaciónen casos especiales", reglamentad supuesto en

12
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La prueba pericial ofrecida por la demandada lo fue en los términos de fs. 159

pto. D) ap. A) y en base a los mismos se pronunció el perito contable interviniente en autos.

No se solicitó la determinación precisa de los montos abonados por el actor en concepto de

canon que superen el 20% de su recaudación, la documentación aportada por la actora no

alcanzó o resultó suficiente para tal determinación, pero no estaba obligada a aportar mayores

pruebas dado el alcance de la prueba pericial ofrecida por la accionada. Consecuentemente,
j

admitida la acción impetrada, deberá confeccionarse la planilla de liquidación correspondiente

según los parámetros dados en la sentencia.

Por todo ello, considero que debe rechazarse el recurso de apelación deducido

en este punto.

6.- En orden al segundo de los agravios que expone el recurrente, no existiendo

duda alguna del carácter de vencida de la demandada, nada cabe exponer al respecto. El art.

78.1 del código de rito me exime de mayores comentarios al respecto y sólo resta enfatizar que

no sólo ha sido vencido en autos el I.P.RA. sino que, además, ha dado motivo con su conducta

a la necesidad de promover la acción. Por lo demás, la admisión del reclamo del actor es total

y sólo la determinación del monto respectivo se deriva para la ejecución de sentencia.

7.- En lo que hace al tercer agravio, a pesar del juego de palabras de la

recurrente pretendiendo hacer hablar al Sentenciante de grado en tiempo futuro cuando ello no

es así puesto que no ha dicho que :" ...la actora resultará victoriosa..." sino que, por el contrario,

habla de que "resultara victoriosa" (utilizando el pasado imperfecto), cabe acotar que se ha

admitido la demanda condenando a la restitución del monto que resultará (aquí sí) de la

liquidación a practicar. De allí la necesidad de imponerle las costas a la vencida (siendo el actor

el victorioso).

8.- De todo lo dicho surge que la apelación incoada debe ser desestimada en

todas sus partes, manteniendo firme la sentencia dictada en primera instancia e imponiendo las

costas a la demandada en esta instancia, por estricta aplicación de los principios generales que

imperan en materia causídica (art.78,1 CPCC) de los cuales no encuentro mérito para

apartarme. Los honorarios a regular -en su momento- se fijarán atendiendo al monto que surja

de la liquidación a practicar, aprobada ésta. Consecuentemente, los honorarios de esta instancia

se derivan hasta la tabulación previa en la instancia anterior.

11
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o inexistencia de los hechos afirmados, y dicha actividad incumbe primordialmente a las

partes, sobre quienes pesa -en consecuencia- la carga de incorporar al proceso, a través de

los medios correspondientes, los datos susceptibles de incorporarse con aquellos hechos"

(Conf. PALACIO - Derecho procesal Civil- Tomo IVpágs. 319/320 y 390).

Como lo sostuvo acertadamente el Dr. CLARIA OLMEDO: "La prueba es el

nervio del proceso" ("Actividad probatoria en el proceso judicial" Rev. del Colegio de

Abogados de La Plata N° 11) que, como comprobación judicial (por los medios que la ley

establece) de la verdad de un hecho controvertido del cual depende el derecho que se

pretende (Conf. ALSINA, Derecho Procesal, tomo IIIpág. 225), su aportación constituye el

basamento indispensable de todo hecho litigioso.

No olvidemos que: "Es principio fundamental del proceso civil dispositivo la

AVTORRESPONSABILIDAD OBJETIVA DE LAS PARTES (DÍAZ, M.R. "Reflexiones

sobre la prueba" Rev. Colegio de Abogados de La Plata N° 11) por lo que además de la carga

de afirmación. ESTAS TIENEN LA CARGA PELA PRUEBA (CH1OVENDA - Principios

de Derecho procesal- Tomo IVpág. 295).

Doctrina y jurisprudencia son acordes en que el actor debe probar los hechos

constitutivos del propio derecho, mientras que el demandado debe probar los hechos

modificativos, extintivos o impeditivos, que paralizan o extinguen la pretensión de la actora.

No obstante lo cual no debe dejarse de anotar que la distribución de la carga en el proceso se

define por la posición de la parte con relación al efecto jurídico que pretende conseguir (Conf.

MICHELI, La carga de la prueba, pág. 429).

Es que: "La finalidad de la actividad probatoria consiste en crear la

convicción del órgano judicial sobre la existencia o inexistencia de los hechos afirmados,

y dicha actividad incumbe primordialmente a las partes, sobre quienes pesa -en

consecuencia- la carga de incorporar al proceso, a través de los medios correspondientes,

los datos susceptibles de incorporarse con aquellos hechos" (Conf. PALACIO - Derecho

Procesal Civil- Tomo IVpágs. 319/320 y 390).

La aplicación del derecho, es decir," la conclusión que debe afirmar

producidos tos efectos de los preceptos jurídicos por aplicar depende del establecimiento de

aquellas circunstancias de hechos a las que el ordenamiento jurídico ha unido la

producción de tales efectos: en tanto que estas circunstancias de hecho no pueden

considerarse como establecidas por otras causas, deben de ser probadas por las partes, es

U
r r . r A r^ r
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te

ros
viaiiaRoBat.Ayala

Juez de Cámara

decir que deben producir una actividad quefdnde^h el Juzgador el convencimiento de la

verdad o falsedad de una afirmación " (Conf, ROSENBERG - Derecho Procesal Civil - Tomo

IIIpág. 200). En nuestro ordenamiento de rito este principio consta en las disposiciones del art.

375.1.

Y, en referencia específica a la carga probatoria dable es recordar que el

concepto "carga" hace directa alusión al imperativo del propio interés, conducta que es

preciso realizar para obtener éxito en lo que se pretende. "Si al juez no se le ofrecen las

pruebas necesarias para la comprobación de los hechos, a fin de lograr su convencimiento,

será imposible que él pueda resolver el caso planteado. Únicamente acreditándose los

hechos afirmados podrá resolverse el conflicto o litigio que se le sometiera o podrá dar

satisfacción a quien la procuradla formación del material probatorio depende, en primer

término, del esfuerzo, de la actividad o de la fatiga de las partes y son ellas las que

condicionan la actuación del juez... Siempre y en todo caso el concepto de "carga" va a

tener interés como "regla de juicio", dirigida al juez para ayudarle a resolver las cuestiones

que tiene que decidir, pues en esto, precisamente, consiste la jurisdicción. En ese instante,

momento culminante del proceso, cuando éste debe terminar por el pronunciamiento que

esclarezca la situación dubitativa planteada, es que, dicha regla, despliega sus efectos

típicos" (Jorge MARABOTO LUGÁRO. "Laprueba. Generalidades" en Cód Procesal Civil

y Comercial Uruguayo Comentado, tomo Ipágs. 136/137).

En tal sentido, la prueba está a cargo de quien afirma algo, ello surge del art.

375.1 del Código de Procedimientos que en su segundo párrafo dispone: Cada una de las

partes deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como

fundamento de su pretensión, defensa o excepción.

5.- El Código Procesal de nuestra provincia, actualizado en la temática, ha

optado por una normativa más acertada cuando en lugar de hablar de "los hechos constitutivos

de la obligación" pone énfasis en el aspecto procesal y establece que corresponde probar a

quien pretende algo "...los hechos constitutivos de la pretensión..." o, en su caso, "...los hechos

modificativos, impeditivos o extintivos de aquella pretensión". O sea, los hechos que

conforman el relato histórico hecho valer en el proceso o que constituyen los hechos de la

contradicción. Los hechos de quien pretende, de quien promueve el proceso y los hechos de

quien, por su lado, se defiende o contradice ese ataque. (Jorge MARABOTTO LUGÁRO,

op. cit.,pág. 139 pío. 5.3).

10
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del fallo de fs. 1140, el que textualmente transcripto reza: "Haciendo lugar a la demanda

promovida por Daniel Eduardo Armesto y, en consecuencia, condenando al Instituto Provincial

de Regulación de Apuestas a abonar a la primera en concepto de restitución de fondos

percibidos, la cantidad que resulte de realizar la liquidación detallada en el Considerando 4,

última parte, en el término de cinco (5) días de quedar firme la correspondiente planilla

realizada".

j

Y, como dije, no hay contradicción alguna ni alteración del derecho de defensa

sino un correcto y valorado análisis de las constancias de la causa. Y, aún cuando la actitud

procesal asumida por la demandada habría autorizado al Sentenciante a admitir la acción

impetrada por el monto que fue solicitado, en un correcto respeto a la verdad real (que tanto

pretende el recurrente), ha optado por derivar el monto de la condena para la etapa de ejecución

de sentencia donde se practicará la planilla de liquidación que fijará -en definitiva- el

"quantum" preciso de la condena.

La acción ha sido admitida porque se ha comprobado en autos que el actor ha

abonado más del 20% de su recaudación en concepto de canon. Ahora bien, el monto de lo que

le debe restituir el I.P.R.A. (quien con su actitud persistente de hacer caso omiso a la doctrina

emanada del S.T.J. en orden a sus facultades y porcentaje admisible en concepto de canon ha

ocasionado la promoción de esta acción), será determinado con precisión practicándose la

pertinente planilla de liquidación.

El actor invocó el derecho de su parte y acreditó los hechos y circunstancias

suficientes para la admisión de su pretensión. La sentencia acogió el planteo de

inconstitucionalidad y con ello condenó a la demandada a devolverle al accionante lo que éste

le hubiere abonado por encima del 20% de sus recaudaciones indicando que la determinación

del monto definitivo se derivó a la liquidación a practicar.

A los fines de la admisión del reclamo alcanza con la prueba acabada de que el

actor está abonando en concepto de canon más del 20% y la determinación de cuánto es el

monto abonado de más se realizará, siguiendo el procedimiento adecuado, al practicarse la

liquidación respectiva en la etapa de ejecución de sentencia. Ninguna contradicción existe en

lo resuelto ni se ha alterado el derecho de defensa de la parte.

Si la demandada eligió defenderse en base a las defensas esgrimidas por su

^¿fc^r^TTTLizirrro
.:>



Haría Rosal. Ayate
Juez de Cámara

parte, debe acogerse ahora al resultado al que se arriba en este proceso. No se ha cuestionado

el fondo de la decisión judicial que sustenta el resolutorio ahora atacado (la

inconstitucionalidad de Decretos y Resoluciones del I.P.R.A.), mal puede entonces hablarse

de una condena indeterminada atentatoria del derecho de defensa. Se condena a lo que, en

definitiva, surja de la planilla a realizar.

3.- No debemos olvidar que la demandada no acudió a la audiencia preliminar

realizada en autos y, estando debidamente citada a absolver posiciones, se le hicieron efectivos

los apercibimientos con los que fuera citada.

Tal actitud de su parte lo coloca en situación de desventaja con respecto al actor

puesto que ha habilitado el pedido de tenerlo por confeso a tenor del pliego presentado en la

audiencia preliminar, agregado a fs. 862,

La no comparencia a la declaración de parte hace presumir ciertos los hechos

de la demanda susceptibles de ser probados por confesión (art. 385.4 CPCC). Es en la

oportunidad del dictado de la sentencia definitiva que se analiza la procedencia de la confesión

ficta, relacionándola con lo dispuesto por el art. 389.3 del CPCC que establece que la

confesión ficta hace prueba, salvo en lo que resultare contradicha por las demás pruebas

producidas u otras circunstancias de la causa.

Es así que no se releva al actor de producir su prueba sino que, en caso de no

resultar contradicha por las circunstancias probadas de la causa, se tiene por prueba la

confesión ficta en los términos del pliego oportunamente presentado.

Si bien la incomparescencia del demandado no autoriza la admisión lisa y llana

de la demanda, su declaración confiere al juez un aumento de facultades de dirección procesal

y le permite aplicar su criterio de libre apreciación para establecer si la presunción favorable

al accionante que la incomparescencia implica, tiene su corroboración con la prueba producida

en apoyo de la acción instaurada (COLOMBO, Carlos -Código Procesal Comentado- tomo I

pág. 324 ed 1975; ALSINA, hugo -Derecho Procesal- tomo Illpág.; PALACIO, Lino -Manual

de Derecho Procesal- tomo IIpág, 78; L.L 134fallo 62.206),

En el sub lite el accionante ha probado acabadamente los extremos invocados

como fundamento de su reclamo en tanto ha producido prueba suficiente para la acreditación

de los mismos y de ello deviene la procedencia de la acción impetrada.

4.- Así las cosas, no podemos dejar de señalar que, "La finalidad de la

actividad probatoria consiste en crear la convicción del órgano judicial sobre la existencia



haya admitido la acción incoada y condenado a la accionada a abonar una suma indeterminada

de dinero a favor del actor.
Tal cuestionamiento no resiste el menor análisis si advertimos que, resulta del

todo ajustado a derecho admitir el fondo del derecho invocado por alguna de las partes y

disponer que el monto de la condena surgirá -en:defmitiva- de la liquidación a practicar, dando

los parámetros para la confección de la misma. Tal planilla de liquidación -obviamente- se

practicará en la etapa de ejecución de sentencia. ^
Y es eso lo que ha ocurrido en autos (tal como a diario acontece en dantos

Procesos,Porejempl0.osjuicios^
o juicios de danos y perjuicios donde se admite el reclamo, vacado el acedar añusco

y culpable y la relación de causalidad, y para ,a determinación del "quantum" se denva a la

liquidación a practicar en la etapa de ejecución de sentencia).
No ha habido pues, en modo alguno, contradicción alguna en el Sentencie

ni alteraciónalgunaal derecho de defensa de, a demudada quien ha ejercido (o podido ejercer)

cotenientemente sus derechos en este proceso, conforme a !a estratega procesal que haya

elegido y ejercitado.

HadichoelSr.Jueza-quo conprecisión que:"...ha quedado acreditado en autos

ándelas constancias resenadas que existió e, pago efectuado por unaparte -la actora-yuna

pciónindebidadelaotra-demandada-de,os montos que e^en e porcen ̂

consecuencia e indefectiblemente, ese plus percibido debe ser restado s endo fácü

i« fondos indebidamente percibidos (art. 784 del CQ... (después de alud,
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Marta Rosa I.Ayala
Juez de Cámara

acogida, resulta aconsejable realizarse en otíogstádio procesal la correspondiente liquidación

al efecto de determinar fehacientemente a cuánto ascienden dichos pagos abonados en exceso,

calculados en base a la planilla que presentó el experto designado en autos, que no fue

cuestionada por ninguna de las partes" (fs. 1138 vta. último párrafo a fs. 1139 vía. primer

párrafo).

No hay pues contradicción alguna en la fundamentación de la sentencia

recurrida. El Sentenciante ha realizado un pormenorizado análisis de las constancias de la causa

y ha admitido el reclamo, pero ha derivado la determinación precisa del monto a devolver al

actor a la confección de una planilla de liquidación a formularse en base a las pautas dadas en

autos por el perito designado.

-t"'PÍ-

El actor cuestionó la constitucionalidad de los Decretos P.E.P. N° 1593/92,

2845/93 en su art. 3°, de la Resolución I.P.R.A. 178/94 y su sustituía la Resolución I.P.R.A.

N° 52/95 con su modificatoria la Resolución I.P.R.A. N° 504/95 reclamando la restitución de

fondos percibidos por el I.P.R.A. en forma indebida. Practicó planilla indicativa de los montos

percibidos en concepto de recaudación por los Casinos de las Ciudades de Ushuaia y Río

Grande (discriminando cada uno) y lo abonado mensualmente expresando que por la simple

suma de lo abonado en concepto de canon más lo tributado por ingresos brutos, ha abonado

casi un 40% de sus ingresos en la Ciudad de Ushuaia y prácticamente un 52% en la Ciudad de

Río Grande. La tacha de inconstitucionalidad se refería a la imposibilidad del I.P.R.A. de

establecer cañones que superen el 20% de la recaudación.

Al contestar la demanda la accionada (fs. 140/150) ha negado los hechos en que

sustenta el actor la acción impetrada y se ha limitado a sostener la constitucionalidad de los

Decretos y Resoluciones cuestionados por la contraria. Ha hecho alusión a la existencia de un

convenio de pago existente con el actor y que éste no cumplimenta con la debida puntualidad

sus obligaciones. Pero nada ha dicho de que ARMESTO no estuviera abonando más del 20%

de su recaudación ni aclara el monto realmente abonado por el mismo.

Obsérvese que en la prueba ofrecida se solicita la realización de una pericia

contable (fs. 159 pto. D ap. A) y los puntos propuestos están más bien relacionados con la

documentación contable que lleva el actor y las modalidades de la misma.

Así las cosas, declarada la inconstitucionalidad de los Decretos y Resoluciones

respectivos, se admitió la demanda incoada por el actor en los términos que surgen del pto. I)



recurrente.

Y esto debe relacionarse con lo dicho anteriormente en que, por un lado se

afirma que se hace lugar a la demanda cuyo objeto es la restitución de fondos determinados con

anterioridad (ver pto. 1 Considerandos), y por otro lado esa cantidad de fondos determinados

con anterioridad, manifiesta el a-quo que resultará, refiriéndose tal vez a un futuro mediato o

no, de una liquidación a realizarse en otro estadio procesal a fin de determinar a cuánto

ascienden los pagos abonados en exceso.

Solicita se revoque la sentencia dictada con expresa imposición de costas.

1.2) A fs. 1163/1167 contesta los agravios la demandada y a su vez adhiere y

funda los suyos. Aclara que lo incomprensible de la apelación debe estar relacionado con el

exiguo plazo que tuvo el profesional para fundar los agravios por haber sido designado

abogado del IPRA recientemente. De otra manera no se explica por ser incomprensible que se

apela una sentencia dado que, por motivo de la inconstitucionalidad declarada por el STJ el

Poder Ejecutivo Pcial, siguiendo la jurisprudencia establecida por dicho tribunal, dejó sin

efecto toda la legislación que por este juicio se ataca, mediante Decreto Pcial. N° 2039/97. Ello

seguramente es lo que determinó que la accionada no se agravie del tópico fundamental (el

referido a la inconstitucionalidad).

1.2.1) Contestando el agravio referido a la conculcación del derecho de defensa

por la indeterminación del monto expresa que la pretendida indeterminación no es tal puesto

que está ordenada la forma de liquidación según el considerando IV, la condena recepta el

planteo de la demanda que -precisamente- se refería a la restitución del monto que resultara de

la prueba a producirse en autos. Expresa que si se lee el Considerando IV se advierte que no

se ha violado el derecho de defensa por ser perfectamente determinable la suma que resultará

de la liquidación. Nótese que el a-quo refiere que las posiciones I,II,III,IX y X de la prueba

confesional no fueron conmovidas por otra prueba producida en autos.

Afirma que no se entiende el agravio ni hay apartamiento al principio de

congruencia puesto que el a-quo condenó a lo solicitado en la demanda y en base a la prueba

producida durante el transcurso del juicio. Su parte probó los pagos que realizó, acreditó el

monto que en más superó el 20%, fundamentó en derecho su pretensión y -porque ello era

verdad- sumado a la actividad-desarrollada en el proceso por la demandada, el Juez condenó.



tf arfa Rosa I.Ayala
Juez de Cámara

La sentencia no contiene ni/ contradicción^ ni fallo extra petita sino,

sencillamente, constituye un pronunciamiento qup^acoge lo solicitado: la restitución pedido

sobre lo abonado en más del 20%, con pautas claras de cálculo para su determinación.

1.2.2) Cuando en el segundo agravio la demandada vuelve sobre el tema

referido a la liquidación y la supuesta contradicción que ello implica respecto a la prueba

pericial producida en la causa lo que evidentemente omite es la existencia de las posiciones de

la prueba de absolución de posiciones y la confesión ficta que sobre ellas existió. Lo

preceptuado por el art. 385.4 del Cód. de Procedimientos completa sin duda el cuadro

probatorio valorado por el a-quo.

1.2.4) Adhiriendo al recurso de la demandada íunda sus agravios y en tal sentido

manifiesta que se agravia de la valoración incompleta que de la confesión ficta realiza el a-quo

al no estar ésta contradicha por ninguna otra prueba producida por la demandada.

Estima que directamente el Sentenciante debería haber condenado tal como lo

realizó e indicando -además- que la liquidación que practicará en base a la planilla que en la

prueba confesional quedó incorporada al proceso fijando así mismo los intereses que por

depreciación monetaria se producen desde el momento en que se abonó de más y hasta el día

de la restitución que ordena.

Es decir, se agravia de que la sentencia no es concreta en el mentado

Considerando IV cuando supedita la liquidación a la pericia producida omitiendo la prueba

confesional.

Solicita se rechace la apelación de la demandada y se acoja el agravio de su

parte, con expresa imposición de costas a la accionada.

2.- Los agravios de la demandada no son todo lo claros y precisos que

correspondería a un escrito de tal carácter pero, aún cuando, prima facie no resultan suficientes

para sostener la apelación impetrada, siguiendo un criterio amplio en aras de respetar y

priorizar el derecho de defensa y su ejercicio por las partes en el proceso, pasaré a analizar los

agravios que sustentan la apelación incoada.

Presumiblemente el recurrente se agravia de que la sentencia dictada en autos
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///n la ciudad de Rio Grande, Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islasĵ eTAtlántico Sur,
/ ) • i / ^^"^a los / S días del mes de Diciembre de mil novecientos noventa vnatíve, reunidos los Sres.

Jueces y el Actuario de la Sala Civil, Comercial y del TraDajtTde la Cámara de Apelaciones

con asiento en esta ciudad, para conocer en el recurso de apelación interpuesto en los autos

caratulados "ARMESTO, Daniel Eduardo c/ INSTITUTO PROVINCIAL DE

REGULACIÓN DE APUESTAS s/ Ordinario" , en trámite ante esta Alzada bajo el nro.

1828 provenientes del Juzgado de Primera Instancia Civil y comercial del Distrito Judicial Sur,

se certifica que se llegó al Acuerdo resultante de la siguiente deliberación y debate (conf. art,

47.2, del C.P.C.).

I.- La Dra. María Rosa AVALA dijo:

L- La sentencia de fs. 1132/1140 admite la demanda promovida por Daniel

Eduardo ARMESTO y condena al Instituto Provincial de Regulación y Apuestas a abonarle

al actor en concepto de restitución de fondos percibidos la cantidad de pesos que resulte de

realizar la liquidación detallada en el Considerando respectivo, dentro de los cinco días de

quedar firme la correspondiente planilla. Impone las costas a la demandada por resultar vencida

y difiere la regulación de honorarios hasta tanto se practique la liquidación.

1.1) A fs.l 148/1157 apela la demandada. Reseñados los agravios tenemos:

1.1.1) Primer agravio: Imputa al Sentenciante efectuar una absurda valoración

de los hechos, una arbitraria interpretación de la prueba pericial lo que se traduce en los

fundamentos esbozados en el Considerando IV. Entiende que al haberse diferido la

determinación del monto que debe restituirse al actor significa que se ha extralimitado el

Sentenciante al condenar a su parte a abonar en concepto de restitución de fondos percibidos

una cantidad indeterminada de pesos. Y afirma que, al agregar el a-quo que dicha cantidad

surgirá de la liquidación efectuada por el perito designado en autos en el plazo de cinco días

de quedar firme la planilla realizada, incurre en nueva contradicción y como producto de ella

el agravio al limitarse categóricamente el derecho de defensa que le asiste a la apelante. Centra

ese agravio al derecho de defensa de su parte en el hecho de que, al no contar con los montos

por los cuales se condena no pueden defenderse adecuadamente.

Imputa al Sentenciante haber suplido la inactividad de la parte actora la que, a

su entender, no ha probado cuantitativamente su pretensión lo que indica la inexistencia de

hechos o pruebas esclareG.edoras.4e4a~-verda4 jurídica objetiva, norte que no debe olvidar el

« ^ r
O *_ \'

1.0



•*;«3Roea/. Ayate
'Uez de Cámara

Sentenciante para establecer el "quantum" de la-responsabilidad que aduce le corresponde a la

demandada. Por ello, entiende que reetaen la motivación Jo necesario para justificar el

dispositivo dispuesto, además de que algunos de los utilizados sean contradictorios y se anulan

recíprocamente.

Recuerda que el deber de motivación de toda sentencia constituye una garantía

constitucional y sostiene que al no haberse fallado sobre el "quantum", es decir, los montos que

deben ser restituidos, como cuestión fundamental presentada por el actor en el litigio y que, en

definitiva, hace al objeto del juicio, resulta una omisión de pronunciamiento, vale decir, una

omisión estructural del fallo lo que acarrea la nulidad de la sentencia; lo que así peticiona.

1.1.2) Segundo agravio; Se agravia el recurrente de que la sentencia disponga

en Ja parte final del punto I (segunda parte) "la liquidación detallada en el considerando IV

última parte..." que al decir del a-quo se encuentra referido a la pericia presentada por el

experto designado en autos.

Sin embargo, señala el juzgador en el Considerando 3.2 no poder calcular el

monto que excede el veinte por ciento del total de la recaudación obtenida, dado que el

relevamiento realizado en la documental puesta a disposición por la actora resulta incompleta.

En el punto 4 expresa el a-quo haber efectuado una apreciación de Ja escasa

prueba presentada, agregando más adelante haber quedado acreditado en autos la existencia del

pago efectuado por una parte y la percepción indebida de la otra, de los montos que exceden

del porcentaje fijado, lo que entiende es una contradicción entre lo expuesto en el primer y

segundo párrafo lo que lo lleva a aducir que el Sentenciante no ha interpretado correctamente

la pretensión deducida o que no ha considerado objetivamente las pruebas arrimadas. Destaca

que a lo largo del desarrollo de sus/argumentos (Ptos, 3.2 a 4 inclusive) el juez de grado ha

reiterado que en la demanda se plantean diversos abanicos de posibilidades que pueden llevar

a error y que, el monto efectivo que se ha abonado en exceso no resultó determinado conforme

surge de la pericia.

1.1.3) Tercer agravio; Recurre la imposición de costas aduciendo que en el pto.5

de los Considerandos se ha utilizado el verbo en tiempo futuro al decir; "...en donde Ja actora

resultara victoriosa..." no resulíándole claro sf,*en definitiva el proceso promovido por el Sr.

Armesto, debe efectivamente ser admitido y como consecuencia de ello imponer las costas al



'ÍVSTl I UTO PROVINCIAL DE
íl CU! ACIÓN 1)K API-KSTAS
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VISTO: Las actuaciones judiciales caratuladas: "AK P
EDVA RDO C/INSTITUTO PROVINCIAL DE REGULACIPN I 'íi \ "
Uínario", expediente N° 1022; y :

CONSIDERANDO:

Que con fecha diecisiete de marzo del corriente < I M O , ; ; < • s u • •
de liquidación de deudas recíprocas, que gira bajo n° 00074?. iM « iM;
tuto.

Que como consecuencia de los recíprocos reconocí nu t tíos
I.P.R.A. reconoce adeudar a favor del Sr. Daniel A. ARMESTO l,i su -na -
NIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS SETENTA COí y
CENTAVOS ($586.970,24).

>s oui-
í 1 \l ','; •

' [¡

Que en los autos caratulados "ARMESTO, Daniol l 'dmvdo s/ i < ' ( ) " ' ! - N ¡
DE EMBARGO PREVENTIVO" en autos principales " ARMÍiSTO, D.inio! !
Provincial de Regulación de Apuestas s/ Ordinario" Expte. 20 P se onrucn '
da en el Banco Provincia Tierra del Fuego a nombre de los anios ¡v' M Í I ! O
PESOS CUATROCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS U'.' : 1 '
OCHO CON 37/100 ($ 494,348,37), que previo trámite de lev, socan rest ; ' r. i
Instituto.

Que asimismo, se ha llegado a un acuerdo respecto ¿\s coM . .
rios devengados de las distintas causas judiciales, reconociéndose oí; oso ( . - < ) > :

ma do PESOS DOSCIENTOS MIL SETECIENTOS VEINTIUNO CON POS C
($200.721,02).

Que es conveniente a los intereses del Instituto, llovaí a t . , , m t < ! i :u i r • ' ; . , - ,
diligencias administrativas y/o judiciales tendientes a dar fin a todiv- la ; < ! i í- K ' ? n < - i . i s
jurídicas cuya causa haya sido el reclamo de restitución de fondos por pai í1 ! i Sr. I )a-
niel E. Armesto, por cuanto se colige de manera indubitable, átenlo •? los di ! >nios f.illos
judiciales, que una mayor judicialidad en el tiempo del reclamo oiMtfn, J - ^CMOM'M
nuevas costas y por ende, mayor perjuicio económico a las airas <ít-l I st v io

Que asimismo, es voluntad política el lograr t r v ü s p a n M i i a r ! j j . i ¡v . - i i i ( í
Instituto y del juego en la Provincia, sentando bases concreía,1' v tan; iMrs - « ¡ a í M , :

;l y seguridad jurídica entre los distintos explotadora '^ < si ( . ; . 'h v

Que el suscripto se encuentra facultado para e ni

ü?,

AS I S I \ MA1 V ÑAS. (¡1-ORCÍI AS Y SANDWICH DEL SUR. Y LOS HIELOS CONTINENTAU'S. SO



INSTITUTO PROVINCIAL DE
Hi:<aiI,ACION DE APUKSTAS

admin is t ra t ivo en virtud de lo establecido por Ley Provincial i\í 1 en t
Docrelu Reglamentario N° 2845/93.

Por ello:
EL PRESIDENTE DEL INSTITUTO PROY' M ¡ -\

DE REGULACIÓN DE APUESTAS
R E S U E L V E :

ARTICULO 1°.- Autorizar el pago a través de la Dirección de
de PESOS QUINIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL NOVECH
VEINTICUATRO CENTAVOS ($ 586.970,24) a nombre del í-'
Eduardo -D.N.l. N° 07.986.747- y de PESOS DOSCIENTOS M l
TIUNC) CON DOS CENTAVOS ($200.721,02) a nombre del f -
-D.N.l. N° 04.280.560-, de acuerdo a lo expuesto en el exordio.
ARTICULO 2°.- Notificar a los interesados, a la Dirección u<
Boletín Oficial de la Provincia para su publicación, cumplido, a

A l?ni
•\'ix;);
MH> I' / '

í M ' O r I

¡- *.i u
SI T

K M I í '

RESOI UCION I.P.R.A. N°
k

1 SS 700.-

Enrique L. Roí
Secretario de Juegos

I.RR.A.

v, t i ' '
PRESlílrNTf

Crl \S- i 'SANDWICH I5KLSUR, Y LOS HIEIX)S CONTINIvNTAMíS. S í ) - '
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Río Grande, p-\de diciembre de 1999.-

Y VISTOS:

Estos autos caratulados, "ARMESTO, Daniel Eduardo s/ Incidente de embargo

preventivo", expte. n° 2042, en trámite ante esta Alzada bajo el n° 1827,

Y CONSIDERANDO:

A fs. 93/94 de estas actuaciones el Sr. Juez a-quo hace lugar al planteo de la

actora y manda -en consecuencia-a que la demandada se rectifique por idénticos medios

publicitarios a los utilizados, en un plazo de cinco días de quedar firme o consentida la

presente, debiendo acreditar en estos obrados y en un plazo de cinco días la efectiva

rectificación ordenada, imponiendo las costas de la incidencia a la parte demandada por el

silencio guardado y por haber resultado vencida.

A fs. 95/96 la accionada apela y funda agravios.

Recuerda que el argumento de la actora fue que la comunicación de la

demandada en el sentido de estar incurso el actor en la figura de juego clandestino es

equiparable a la clausura física. Ahora bien, se agravia porque en su momento se otorgó la

cautelar consistente en el pago del 20% de lo recaudado. Pero, a los fines de evitar la clausura

por falta de pago de los cañones establecidos por el I.P.R.A. no debe otorgarse un alcance

desmedido a la citada cautelar toda vez que el actor, a la fecha, carece de autorización para

funcionar dado que la misma (tal como se denunciara en el mes de setiembre del pasado año,

caducó, no habiendo sido renovada.

Especifica que la cautelar dispuesta en ningún momento establece la extensión

de la habilitación por todo el tiempo que dure el proceso.

Se agravia de que no se haya tenido en cuenta que el motivo que da lugar a la

solicitud de clausura radica en el hecho de que la propia cautelar solicitada por la actora

consistente en el pago del 20% de lo recaudado no está siendo cumplida, habiéndose

denunciado el incumplimiento en más de una oportunidad, de lo que se hizo caso omiso.

Se agravia la inversión de la carga de la prueba que se hace pesar sobre su parte

puesto que es el actor quien tiene que demostrar que está pagando el 20% de la recaudación en

cumplimiento de la cautelar.



>
•*aria Rosal. Ayate

Juez da Cámara

Entiende que se ofende ala inteligencia del Juzgador porque el actor adjunta

un simple estado de cuentas "fato in casa", sin intervención de contador alguno ni del Consejo

Profesional de Ciencias Económicas, no habiendo acreditado que los depósitos hayan sido

realizados por el actor, en la cuenta del I.P.R.A. en estos autos, realizados en tiempo oportuno,

y que los mismos realmente coincidan con lo efectivamente recaudado.

Se agravia de que se considere que el pedido de clausura se solicita por la

sanción de la ley 357 y ello no es así ya que la clausura se solicita por falta de cumplimiento

de la cautelar decretada (pago del 20% de lo recaudado en lugar del canon establecido por el

IPRA) y que benefició pura y exclusivamente a la actora que es quien la solicitó.

Destaca, por último, que ante el manejo irregular en la acreditación de pagos,

dado que el último data de hace más de un año atrás, esa parte desconoció la documental

aportada, habiendo omitido el Juzgador disponer cualquier medida que afectare los intereses

del actor incumplidor.

Por ello solicita se revoque la resolución dictada y que se ordene la clausura

solicitada, decretando la cuestión abstracta en virtud del vencimiento del permiso

oportunamente otorgado y que caducara hace más de un año sin haber sido renovado por el

actor, todo ello con expresa imposición de costas.

Corrido traslado a la contraria ésta no contesta los agravios, limitándose a

solicitar la elevación de las actuaciones a esta Alzada.

Analizando la cuestión traída a decisión de este tribunal hemos de adelantar que

no resulta cierto que el Sr. Juez a-quo no haya tenido en cuenta las alegaciones de la

demandada en el sentido de la clausura de los locales del actor por ella solicitada como medida

cautelar genérica.

Basta observar que en los Considerandos de fs. 93 vta. (ptos. III y IV) el a-quo

señala que la accionada se ha presentado a fs. 85 solicitando el decaimiento de la cautelar

solicitada y consecuente clausura de los establecimientos de la actora, siendo el fundamento

del pedido el incumplimiento del actor en abonar el 20% mensual que la sentencia

interlocutoria del 11-3-96 ha ordenado en los autos principales. Por ello afirma que son dos

cuestiones conexas las que deben resolverse, siendo dos aristas de la misma realidad.



Especifica el Juzgador que la actora ha acreditado la comunicación pública de

juego clandestino efectuada por el IPRA, asimilada a una clausura física, con la documental

de fs. 75/77, no objetada por la demandada.

En consecuencia, atendiendo a lo dispuesto por la sentencia de fs. 102/104 del

juicio principal que manda a cesar toda amenaza o calificación de juego clandestino respecto

a la actividad que la actora está desarrollando durante la tramitación del pleito, bajo

apercibimiento de mandar las actuaciones a la justicia penal. Asimismo, no puede justificar una

sanción en la reglamentación posterior (ley 357) conforme art. 3° del Cód. Civil. Estos párrafos

de la resolución cuestionada, si bien no se manifiestan por la denegatoria del argumento de la

demandada, en los hechos surge así de la parte resolutiva respectiva. Por ello, deberán ser

tenidos como fundamento de tal denegatoria.

Por ello, atendiendo a que el argumento de la demandada radica exclusivamente

en que el Sentenciante no atendió o no consideró estas circunstancias por ella apuntadas y ello

no ha sido así porque fueron expresamente reseñadas y fundada la desestimación; cabe concluir

que no le asiste razón a la recurrente.

Es claro que la apelante no ha rebatido los argumentos denegatorios de la

petición de la demandada sino que fundó tal denegatoria. Por ello, al no rebatir tales

fundamentos, debe desestimarse la apelación deducida.

Por lo demás, y a mayor abundamiento, son claras las precisiones concretas de

la medida cautelar dictada en autos.

A fs. 103 vta. de los autos principales el Sentenciante dispuso expresamente:

"Hacer lugar a la petición cautelar solicitada por el actor y, en consecuencia, mandar se

aplique -mientras se sustancie este proceso- (el subrayado nos pertenece) un canon

provisorio que montará el veinte por ciento (20%) de lo recaudado por las máquinas que
r

explota el actor. Asimismo, y durante el mismo tiempo, no podrá aplicarse el régimen de

la resolución I.P.R.A. N°52/95 respecto del demandante".

En consecuencia, si la demandada entendió que debía tenerse en cuenta el

vencimiento del permiso oportunamente otorgado, ninguna alusión hizo al respecto en tiempo

oportuno, no planteó la aclaratoria de la mentada resolución, ni la recurrió en tal sentido. Por

ello, mal puede pretender en esta instancia obtener una modificación de resolución que ha

quedado firme para las partes en los términos que fuera dispuesta. Es decir, "mientras se

sustancie este proceso". !
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Marta Rosa I.Ayala
Juez de Cámara

Admitir la pretensión de laWürrente sería alterar el principio de preclusión

procesal que veda dentro de un proceso el regreso a etapas o momentos procesales ya

extinguidos o consumados.

Es que, todo proceso, para asegurar la precisión y rapidez en el

desenvolvimiento de los actos judiciales, pone límites al ejercicio de determinadas facultades

procesales con la consecuencia de que, fuera de esos límites esas facultades ya no pueden

ejercitarse.

Es claro que por preclusión "debe entenderse la pérdida, extinción o caducidad

de una facultad procesal que se produce por el hecho: a) o de no haberse observado el orden

señalado por la ley para su ejerciciof como los términos perentorios, o la sucesión legal de

las actuaciones o de las excepciones; b) o por haber realizado un acto contradictorio con el

ejercicio de la facultad, como la proposición de una excepción incompatible con otra, o el

cumplimiento de un acto que no condice con la intención de impugnar una sentencia; c) o

de haberse ejercitado ya una vez validamente la facultad" (E.D. 102-364; L.L. 1987-E-400;

E.D. 79-250; LL 1985-A-447; LL, 1977-A-541).

La preclusión se traduce en un verdadero impedimento que tiene por origen

distintos fenómenos procesales que importan establecer diques de contención para el ejercicio

de cada uno de los actos del proceso (LL 1975-D-217; E.D.52-398).

La preclusión rige para todas las etapas del proceso (LL 127-1146) y es una

"institución de orden público" LL 138-939; J.A. 1984-111-381).

Así las cosas, debe desestimarse el recurso de apelación interpuesto por la

demandada, con expresa imposición de costas a su cargo por estricta aplicación de los

principios generales que imperan en materia causídica (art. 78.1 CPCC), reservándose la

regulación de honorarios para la etapa procesal oportuna, tabulados que sean los de la instancia

anterior.

Por todo ello, la Sala (íivil y Comercial de la Cámara de Apelaciones,

R E S U E L V E

I0.- NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto por la

demandada a fs. 95/96 y, en su mérito, CONFIRMAR la resolución de fs. 93/94.

II0.- IMPONER las costas a cargo de la recurrente (art. 78.1 CPCC).

III0.- RESERVAR la regulación de honorarios para el momento en que sean



u

tabulados los de la instancia anterior.

IV0.- MANDAR se copie, registre, notifique y bajen los autos al Juzgado de

origen.

El Dr. Neblí José Imperiale, no suscribe la presente por encontrarse usufructuando

licencia.

Marta Rosa I. Ayate
Juez de Cámara

1BAL R. LÓPEZ TILLl
GECRETAfiíO

Certifico f?íJ9 ta pfsesnte os cepia mi dw
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SOLICITA LIBRAMIENTO DE OFICIO - LIBRE
DISPONIBILIDAD DE FONDOS EMBARGADOS

Sr. Juez en lo Civil y
Comercial de Primera Instancia
Distrito Judicial Sur

Pablo Gustavo VILLEGAS, abogado
M.P.n°61, en mi carácter de apoderado judicial del Instituto Provincial
de Regulación de Apuestas, constituyendo domicilio legal en calle San
Martín n°360 de esta ciudad de Ushuaia, en estos autos caratulados "
ARMESTO, Daniel E. C/Instituto Provincial de Regulación de
Apuestas s/ordinario" expte. N°1022, ante V.S. respetuosamente
comparezco y digo:

L ACREDITA PERSONERÍ A.-

Acredito Personería con copia del
Poder Judicial General que acompaño y de cuya vigencia y validez
presto juramento de ley, por el cual se me ha instituido como
apoderado.

II. OBJETO.-

• Que atento a la solicitud de
levantamiento de las medidas cautelares presentada por el actor Daniel
E. Armesto y a la conformidad expresa de sus abogados patrocinantes,
es que requiero se ordene libramiento de oficio al Banco Provincia de
Tierra del Fuego a los efectos de que se disponga transferir la suma de
PESOS CUATROCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL
TRESCIENTOS CUARENTA Y OCHO CON TREINTA Y SIETE
CENTAVOS ($494.348,37) depositada a la orden del Juzgado y como
pertenecientes a los autos arriba referidos, a la cuenta n°1710103/7
denominada " IPRA - Quiniela", encontrándose autorizado para el
diligenciamiento del presente la Sra. Silvana Noemí Steegmayer
D.N.I.n°17.161.572 a los efectos de dar cumplimiento a los recaudos
asignados para su tramitación.

ni. PETITORIO.-
Por todo lo expuesto solicito:

a) Me tenga por parte, en el carácter
invocado y con el domicilio constituido.

F i r
u;--.



OFICIO

• '•; '.'" Banco Provincia de
- • ' ' " , ' ' ; • • • * >\ Tierra del Fuego

Sanmartín N° 26. Ushuaia. -
\'--\ s líH! /
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; ; - ; ' ' Me dirijo a Ud. que en los autos caratulados
ARMESTO, Daniel Eduardo c/ Instituto Provincial de Regulación de
Apuestas s/ Ordinario" ( Expíe. N° 1022), que se tramita por este Juzgado de
Primera Instancia Civil y Comercial Distrito Judicial Sur, sito en calle Congreso
Nacional s/n a cargo del Dr. Juan José URETA, Secretaría a cargo de la Dra.
María Adriana RAPOSSI, a efectos que se sirva transferir los fondos depositados
en autos, a nombre del I.P.R.A. - Quiniela, cuenta n°l-7lQlQ3/7, por un monto de
PESOS CUATROCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS
CUARENTA Y OCHO CON TREINTA CETVOS. ($494.348,37).

El auto que ordena la medida en su parte pertinente dice:
"Ushuaia, 30 de Marzo de 2.000.- Téngase presente lo manifestado por la
parte actora respecto de la condena y los letrados intervinientes en cuanto a
sus honorarios. Por presentado, en el carácter invocado y por constituido el
domicilio procesal. Conforme lo requerido por la demandada y cosntancias
de autos, dispónese mandar librar oficio al Banco Provincia de Tierra del
Fuego para la transferencia de los fondos depositados en autos, a nombre del
IPRA-Quiniela, cuenta 11° 1-71 0 103/7, por un monto de PESOS
CUATROCIENTOS NOVENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS
CUARENTA Y OCHO CON TREINTA Y SIETE CTVOS. ($494.348,37)
que se imputarán a capital adeudado. De conformidad con lo solicitado,
procédase al levantamiento de la medida cautelar oportunamente dispuesta,
librándose la minuta respectiva." Fdo.: Mariana B. Pucciarello. JUEZ. --- -

Se encuentra autorizado para el diligenciamiento del
presente la Sra. Silvana Noemi Steegm^yer.-

Sin otro particular saludo a Ud. atte.

JIJAN JOSÉ URgTA
Juez

CIA


